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1. De conformidad con el calendario procesal fijado por el Tribunal en la Resolución Procesal 

No. 5, del 23 de julio de 2018, modificado por mutuo acuerdo de las partes el 18 de octubre 

de 2018, los Demandantes presentan su Memorial de Réplica sobre el Fondo y Contestación 

sobre Objeciones Preliminares (la ñRéplicaò) en respuesta al Memorial de Contestación 

presentado el 13 de junio de 2018 (la ñContestaciónò) por la Rep¼blica de Chile (ñChileò o 

el ñEstadoò). 

2. A la Réplica se acompañan:  

¶ Las segundas declaraciones de testigo de: 

Á Carlos Mario Rios Velilla; 

Á Edgar Moisés Mac Allister Braydy; y 

Á José Manuel Ferrer Fernández 

¶ Los siguientes informes periciales: 

Á Segundo informe pericial del Dr. Walter Hook, Annie 

Weinstock, Angélica Castro y Andrés López, expertos de la 

firma BRT Planning International, LLC y Transconsult S.A., 

respectivamente (los ñExpertos en Transporteò) (con los 

anexos BRT-77 a BRT-113);  

Á Segundo informe pericial del Prof. James Dow y Richard 

Caldwell, expertos de The Brattle Group (ñBrattleò), en 

respuesta a Versant Partners (con los anexos BG-116 a BG-271); 

Á Tercer informe pericial del Prof. James Dow y Richard Caldwell, 

expertos de Brattle, en respuesta a Pricewaterhouse Coopers 

(con los anexos BG-116 a BG-271); y 

Á Primer informe pericial del Prof. Álvaro J. Riascos Villegas, 

experto de Quantil (ñQuantilò) (con los anexos Q-1 a Q-14). 

¶ Los anexos documentales C-444 a C-699; y 

¶ Las autoridades jurídicas CL-128 a CL-165.  
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1. INTRODUCCIÓN 1 

3. Mala fe.  Nadie es capaz de ocultar el sol con una mano. A pesar de haber presentado un 

Memorial de Contestación de casi 550 páginas y otro tanto de declaraciones de testigos e 

informes de expertos, Chile, aquel Estado que no tiene reparos en seguirse presentando como 

el primero de la clase en América Latina (quod non), no ha logrado crear la confusión 

suficiente para ofuscar el caso de los Demandantes y, de paso, recuperar la calificación perdida 

de Estado de Derecho. Los hechos de este caso (Sección 2) demuestran, más bien, que Chile 

es un Estado que actúa de mala fe. 

4. Dolo.  El caso de los Demandantes, sin embargo, es tan nítido como aquel sol: luego de que 

Chile, de mala fe, obligara a los Demandantes y sus Compañías, Alsacia y Express, a 

abandonar los Contratos de Concesión Iniciales y suscribir los Nuevos Contratos de 

Concesión mediante varias ï por no decir muchas ï promesas, no solamente las incumplió 

todas sino que, además, emprendió varias acciones que destruyeron por completo el valor 

económico de las inversiones. Baste un ejemplo: el Estado incitó a los Demandantes a 

renunciar a contratos que les garantizaban ingresos fijos a cambio de contratos en los que la 

remuneración era principalmente variable (dependiendo del número de pasajeros 

transportados que validan su pasaje) y prometiendo que la demanda aumentaría. Tras la firma 

de los Nuevos Contratos de Concesión, sin embargo, el Estado se negó a controlar fenómenos 

como la evasión y el vandalismo, dejando que las Compañías sufrieran las consecuencias de 

una bajada constante de la demanda (mientras siguieron transportando miles de usuarios a 

diario que no pagaban el pasaje). Chile usó y abusó de los Demandantes para financiar un 

sistema altamente deficitario por culpa de las omisiones y acciones del Estado. La mala fe se 

parece al dolo en este caso.  

5. Omisiones.  Las omisiones de Chile, por una parte, no son sino los incumplimientos de las 

expectativas que creó para que los Demandantes firmaran los Nuevos Contratos de Concesión. 

Es, en palabras sencillas, de mala fe inducir a otro a aceptar ciertas condiciones contractuales 

sobre la base de promesas que no se tiene la intención de cumplir (como a la postre quedó 

demostrado). El expediente de este arbitraje prueba, en particular, que, entre otros 

incumplimientos, Chile pecó por omisión al (i) no construir la infraestructura vial prometida 

ni controlar el uso de las escasas vías dedicadas a los buses; (ii) no controlar la evasión como 

era debido (dejando que llegase a niveles nunca antes vistos en otras capitales del mundo); 

(iii) no restablecer, a pesar de los repetidos pedidos justificados de las Compañías, el equilibrio 

económico-financiero de las Concesiones; (iv) no aprobar el aumento de las flotas de las 

                                                      
1  Los términos en mayúsculas que no se encuentren expresamente definidos en esta Réplica tendrán el significado que se 

les atribuy· en la Solicitud de Arbitraje o en el Memorial de Demanda (ñDemandaò).  
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Compañías; (v) no controlar ni combatir el vandalismo; y, (vi) en términos generales, hacer 

que, por oportunismo político (para no actualizar las tarifas de transporte ni tramitar en el 

Congreso nuevos subsidios), fueran las Compañías quienes tuvieran que cargar con el costo 

de un sistema de transporte altamente deficitario por la dejadez de la Administración.  

6. Desequilibrio.  Todas estas omisiones del Estado ï sumadas a actos deliberados tendientes a 

penalizar aún más a las Compañías ï afectaron drásticamente las variables del negocio de las 

Compañías y, por ende, causaron inexorablemente el desequilibrio económico-financiero de 

las Concesiones. Tales omisiones se hallan, en nuestro caso, agravadas. Chile, en efecto, sabía, 

por causa de sendos informes que le solicitara a Econsult2, que las Compañías, sin el 

cumplimiento de las promesas del Estado, nunca serían rentables. Es más, para el caso de 

Alsacia, el Informe de Econsult del 28 de marzo de 2013 establece que, de seguir las cosas 

como estaban para entonces, Alsacia tendría una rentabilidad negativa del -8,17%3. A pesar 

de tener pleno conocimiento del estado crítico de las Compañías desde el 2012 y 2013, Chile 

no hizo nada para resolverlo. Esta increíble omisión (aquí la mala fe también se parece al 

dolo) no se compadece con la obligación constitucional y legal del Estado de garantizar la 

continuidad en la prestación del servicio público de transporte en la ciudad de Santiago. 

7. Acciones.  Las acciones dañosas del Estado para con las Compañías, por otra parte, son 

simplemente extraordinarias. No contento con las graves omisiones descritas más arriba, Chile 

emprendió acciones destinadas a perjudicar a las Compañías y sus accionistas colombianos. 

El Estado, en efecto, decidió, entre otras acciones, (i) discriminar a las Compañías y al otro 

operador colombiano, Su-bus, de varias maneras (por ejemplo, no aprobando la flota necesaria 

para que las Compañías pudieran cumplir los Programas de Operación que les imponía el 

Estado); (ii) expropiar servicios y terminales de las Compañías sin compensación; y (iii) 

dilatar los procesos de revisión programada que debían permitir a las Compañías reajustar sus 

ingresos debido a las omisiones y acciones del Estado. 

8. Discriminación.  Las acciones discriminatorias de Chile, dada su gravedad, merecen un 

comentario especial. El Estado, en efecto, discriminó a los operadores colombianos del 

Transantiago en beneficio de los operadores chilenos al, entre otros abusos, (i) negarle a 

aquéllos y concederle a éstos ciertas condiciones de operación (por ejemplo, intervalos 

irregulares de despachos de buses) que permitían a los operadores chilenos cumplir sus 

programas de operación y, así, evitar los cuantiosos descuentos que el Estado impuso a las 

                                                      
2  Informe de Econsult, ñPrimer Informe de Modelaci·n Financieraò de julio de 2012, C-613; Informe de Econsult, 

ñAn§lisis de Rentabilidad de Operadores del Transantiagoò, 28 de marzo de 2013, C-374. 

3  Informe de Econsult, ñAn§lisis de Rentabilidad de Operadores del Transantiagoò, 28 de marzo de 2013, C-374, 

filmina 24. 
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Compañías; (ii) adoptar indicadores de desempeño que penalizaban (mediante descuentos a 

los ingresos), por definición, a aquellos operadores (las Compañías y Su-bus) con flotas más 

grandes y rutas más largas que los operadores chilenos; y (iii) manipular la Nueva Licitación 

de 2017 para excluir a los Demandantes impidiéndoles precalificar. En este caso, el testimonio 

de la Sra. Palma de Su-bus ï a quien Chile no ha ni siquiera mencionado una sola vez en su 

Contestación ï y el Informe del Prof. Riascos (Quantil) son particularmente elocuentes en 

cuanto a la prueba de la discriminación. No es casualidad que el experto de Chile encargado 

de establecer comparaciones entre los operadores del Transantiago 

(PriceWaterhouseCoopers) haya decidido excluir de sus comparaciones a Su-bus (alegando 

que es un ñoutlierò) despu®s de admitir que ñonly Alsacia and Express and Subus have 

generated accumulated losses during the concession periodò4. 

9. Difamación.  Para encubrir sus propias falencias, el Estado ha optado, siguiendo su estrategia 

dolosa y de mala fe, por denigrar a los Demandantes y las Compañías fabricando el mito según 

el cual habr²an sido ñmalos operadoresò, incluso ñlos peoresò de todo el Transantiago. Esta 

burda exageración ï que el Estado no dudó en airear a través de los medios ï sólo es posible 

por la manipulación del Estado de los indicadores de desempeño (especialmente, aquellos que 

miden la frecuencia - ICF, regularidad - ICR y capacidad de transporte - ICT) con que 

pretendió medir a los operadores. El diseño mismo de estos indicadores, como demuestra esta 

Réplica, buscó perjudicar a las Compañías y sirvió de coartada para que el Estado amputase 

un porcentaje significativo de los ingresos que les correspondían. La creatividad perversa de 

Chile en este arbitraje llega al extremo de pretender que los Demandantes se habrían 

enriquecido haciendo que las Compañías contraten indebidamente con empresas 

especializadas relacionadas, algo que nunca antes ninguna autoridad chilena se había atrevido 

a insinuar y que, en cualquier caso, es falso y carece de sentido económico. Todo lo anterior 

no hace sino exacerbar el daño moral de los Demandantes. 

10. Nula credibilidad.  Cual argumento de autoridad, Chile presenta los testimonios de algunos 

de los máximos responsables del desastre del Transantiago y de la destrucción total de la 

inversión de los Demandantes. No debe sorprender que, habiendo sido los promotores de las 

omisiones y acciones antes descritas, los testigos de Chile busquen ahora exculpar su mala fe 

(por no decir incompetencia) acusando a los Demandantes y las Compañías de todos los 

males. Frente a esas acusaciones sin sustento, el expediente está repleto de pruebas 

contemporáneas que demuestran la nula credibilidad de los testigos de Chile.  

                                                      
4  Informe Pericial PwC, párr. 63. 
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11. Responsabilidad.  No puede caber duda alguna de que el conjunto de omisiones y acciones 

de Chile recordadas más arriba equivalen a violaciones del Tratado y el derecho internacional 

(Sección 4) puesto que, para no mencionar aquí sino las dos más importantes, (i) en su 

conjunto, producen una expropiación rampante (indirecta) e (ii), individualmente y en 

conjunto, constituyen un trato injusto e inequitativo de las inversiones de los Demandantes. 

La responsabilidad internacional del Estado chileno en este asunto es indubitable.  

12. ¿Defensas?  Chile, a pesar de todo lo anterior, insiste en ocultar el sol con una mano. De las 

casi 550 páginas de la Contestación se puede, no sin dificultad, inferir que el Estado basa su 

defensa en tres argumentos, creados para el arbitraje (sin referencia a pruebas 

contemporáneas), totalmente infundados:  

¶ En primer lugar, Chile presenta dos objeciones jurisdiccionales meramente 

dilatorias (Sección 3). En efecto, alegar (i) que los Demandantes no habrían 

renunciado a otros posibles recursos ante la claridad de la declaración del 23 de 

mayo de 2017 y (ii) que, a pesar de que las violaciones del Tratado y el derecho 

internacional en este caso son compuestas o continuas, los reclamos de los 

Demandantes habrían prescrito no puede ni debe tener futuro alguno;  

¶ En segundo lugar, el Estado intenta contractualizar esta disputa para alegar que, 

dado que el Estado habría actuado en este caso como una simple parte contratante o 

contractual, ninguna de sus omisiones o acciones podría alcanzar el estatus de 

violación del Tratado. Este argumento es incorrecto: primero, los Demandantes no 

son partes de ningún contrato en este caso; segundo, es irrelevante, a los efectos de 

la calificación de la conducta de Chile como expropiación rampante (indirecta), que 

las omisiones y acciones del Estado que la componen sean soberanas, exorbitantes, 

administrativas o contractuales; lo único que, en suma, importa es que el conjunto 

de omisiones y acciones destruya el valor económico de las inversiones; tercero, el 

Tratado no exige en ninguna parte que las omisiones y acciones del Estado deben 

corresponder a un abuso de prerrogativas soberanas o exorbitantes; el derecho 

administrativo francés no tiene por qué aplicarse en arbitrajes de inversión; y, por 

último, Chile, en todo caso, no ejerció sus prerrogativas cuando ha debido hacerlo 

y/o abusó de sus prerrogativas; y  

¶ Por último, Chile intenta romper el vínculo de causalidad entre las violaciones del 

Tratado y los daños causados a los Demandantes a través de varios pretextos. El 

expediente de este caso, sin embargo, establece que (i) los hermanos Rios son 

hombres de negocios experimentados en el sector del transporte por bus; (ii) los 
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perjuicios que éstos sufrieron en este asunto no se deben a una supuesta mala gestión 

de las Compañías; y (iii) tales daños tampoco se deben a un supuesto endeudamiento 

exagerado de éstas o una mala gestión del riesgo cambiario. La insistencia de los 

expertos de Chile en la crisis económica de las Compañías (confundiendo 

deliberadamente el escenario fáctico y contra-fáctico) no hace sino confirmar la 

posición de los Demandantes en cuanto a la destrucción total de su inversión. Los 

expertos de Chile, sin embargo, eluden convenientemente cómo y en qué medida 

los actos de Chile causaron la debacle económica de las Compañías. También eluden 

analizar si las decisiones que ahora critican (con hindsight) eran justificadas en el 

momento en que fueron adoptadas (por ejemplo, Chile ñolvidaò (i) que ella misma 

previó un nivel de endeudamiento similar al de las Compañías cuando intentaba 

atraer inversiones al Transantiago pues concibió el proyecto como un Project 

Finance (algo, por lo demás, usual en este tipo de concesiones); (ii) que inversores 

sofisticados adquirieron bonos de las Compañías tras rigurosos due diligences 

financieros, operativos y legales por reputados fondos de inversión de Wall Street; 

(iii) que agencias como Fitch Ratings y Moodyôs confirmaron la razonabilidad del 

endeudamiento y cobertura frente al riesgo cambiario de las Compañías; o (iv) que 

las empresas relacionadas a las que tanto alude Chile tuvieron márgenes muy 

reducidos ï en ocasiones, negativos ï y, en cualquier caso, no podían repartir 

dividendos).  

13. Indemnización.  Son las omisiones y acciones de Chile las que le han causado daños 

considerables a los Demandantes que deben ser indemnizados (Sección 5). En su afán por 

reducir al máximo el monto que sabe deberá compensar a los Demandantes, Chile adopta la 

estrategia del ñtodo valeò, y se permite criticar cuanto afirman los expertos t®cnicos y 

económicos de los Demandantes sin reflexionar sobre la coherencia de esas críticas (como 

veremos, los expertos de Chile incurren en contradicciones flagrantes, tanto entre los distintos 

expertos como en el seno de sus propios informes). Tal es la desesperación de Chile que 

incluso formula críticas que, de ser adoptadas, implicarían una condena mayor (como, por 

ejemplo, cuando critica la tasa de interés pre-laudo o la falta de mayor inversión de capital 

propio por los Demandantes). Otras cr²ticas buscan simplemente crear ñruidoò pues no tienen 

realmente un impacto significativo en la valuación final (por ejemplo, respecto de la tasa de 

descuento, pues las Partes están de acuerdo en que corresponde realizar una valuación ex post). 

14. Insumos operativos.  Como quedará demostrado, la compensación a la que tienen derecho 

los Demandantes ha sido calculada por los expertos de Brattle a partir de insumos operativos 

confiables desarrollados por un equipo de reconocidos expertos mundiales en sistemas de 
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transportes de tipo bus rapid transit (o BRT) conformado por BRT Planning y Transconsult. 

Este equipo ha realizado un trabajo ingente y minucioso de reconstrucción de todas las 

variables operativas de las Compañías (flota, velocidades, frecuencias, pasajeros, etc.) para 

llegar a un escenario contra-fáctico fiable que elimine todas las consecuencias de las 

violaciones por Chile del Tratado y el derecho internacional. Por su parte, los expertos de 

Chile se limitan a intentar criticar ï sin éxito ï este trabajo sin presentar cálculos alternativos. 

15. Insumos financieros.  En cuanto a los insumos financieros que intervienen en el cálculo de 

la compensación realizado por Brattle, éstos también son razonables y no ameritan las críticas 

de Chile. Por ejemplo:  

¶ Chile critica en vano el cálculo de pérdida de dividendos alegando que Brattle habría 

privilegiado el pago a los accionistas en detrimento de los bonistas. En realidad, 

desde su anterior informe, Brattle considera dos maneras de modelar el pago de 

dividendos a los Demandantes (ya sea considerando que todos los flujos disponibles 

de las Compañías después del pago a los bonistas serían distribuidos como 

dividendos o considerando que serían utilizados para la amortización acelerada de 

la deuda, con el consiguiente diferimiento del pago de dividendos). En ambos casos, 

explica Brattle, la compensación sería similar. Ante la confusión que genera Chile 

en su Contestación, Brattle presenta los cálculos que confirman lo anterior, e incluye 

un tercer cálculo de distribución de dividendos considerando los covenants que cita 

Chile (y que resultan en un monto de compensación superior al que resulta de la 

amortización acelerada de la deuda); 

¶ En cuanto al valor de las acciones de la Compañías, la principal divergencia entre 

los expertos de las Partes se relaciona con la tasación de los terminales. Sin embargo, 

un análisis más preciso de las tasaciones que invoca Chile demuestra que son 

incompletas, pues ignoran por completo el valor que esos terminales tienen para la 

operación de buses en el Transantiago (valor que el propio Estado ha reconocido en 

la Nueva Licitación de 2017); 

¶ Chile ha pretendido eludir el daño causado por la pérdida de oportunidad de obtener 

una extensión de las Concesiones al haber cancelado la Nueva Licitación de 2017 

tras recibir la Demanda en este caso y el escándalo generado por las denuncias de 

empresas afectadas por la colusi·n entre operadores chilenos para ñrepartirseò los 

nuevos contratos, lo que llevó a la intervención de la Fiscalía. Chile no puede 

ocultar, sin embargo, que el servicio público de buses en Santiago deberá 

necesariamente seguir, por lo que el reclamo de los Demandantes se mantiene; y 
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¶ Chile tampoco puede ocultar que sus acciones y omisiones han agravado aún más el 

daño moral que sufren los hermanos Rios, daño que se está viendo exacerbado a 

medida que Chile pretende defenderse en este caso con acusaciones difamatorias 

(como acusar a los hermanos Rios de ser ñmalos operadoresò, ñp®simos gestoresò o 

de ñextraer indebidamente fondos de las Compa¶²as a trav®s de empresas 

relacionadasò, etc.). Conviene recordar, a este respecto, que los memoriales en este 

arbitraje son públicos. La reputación de los hermanos Rios con los bancos, socios 

(existentes y potenciales) y medios es vital para su crédito internacional. La condena 

por daño moral en este caso debe ser ejemplar y ejemplarizante; el Estado debe saber 

que no todo vale para defenderse y que sus actuaciones causan cuantiosos perjuicios 

a los Demandantes (muy superiores a los 15 millones de dólares americanos 

reclamados por este concepto). 

16. Laudo.  En definitiva, la justicia de este caso indica que el Tribunal deberá acoger las 

pretensiones de los hermanos Rios en su Laudo (Sección 6). 

17. Reserva de derechos.  Por último, los Demandantes han sido informados de decisiones y 

declaraciones de ciertas autoridades chilenas, así como de posibles acuerdos que estarían por 

formalizarse con las Compañías relativos a la continuidad de sus operaciones. Ante la 

imposibilidad práctica de evaluar todas las consecuencias de lo acaecido en las horas previas 

a la presentación de este Memorial de Réplica y en el entendido de que la situación continuará 

evolucionando, los Demandantes se reservan todos sus derechos al respecto.  

2. CHILE BUSCÓ ATRAER LAS INVERSIONES DE LOS DEMANDANTES AL 

PROYECTO TRANSANTIAG O PERO, UNA VEZ REALIZADA LA INVERSIÓN, 

INCUMPLIÓ SUS COMPROMISO S HASTA DESTRUIR POR COMPLETO SU 

VALOR  

18. En 2004, con un bagaje de más de 10 años operando servicios públicos (incluido transporte 

urbano), los hermanos Rios invirtieron en el proyecto del Transantiago atraídos por su 

potencial y los esfuerzos de Chile por incorporar inversores extranjeros. Si bien los dos 

primeros años de operación del Transantiago fueron caóticos por las falencias en la 

concepción y gestión pública del sistema, a partir de 2008 el Transantiago empezó a dar 

muestras de mejora. Esto no está en disputa (Sección 2.1).   

19. Tampoco está en disputa que, en 2011, cuando aún quedaban al menos siete años para que las 

concesiones de las Compañías expiraran, el Gobierno terminó unilateralmente los Contratos 

de Concesión Iniciales. Para convencer a los Demandantes de continuar en el Transantiago 

pese a dicha ruptura unilateral, Chile asumió varios compromisos que ahora pretende eludir 

(Sección 2.2). 
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20. Tras firmar los Nuevos Contratos de Concesión (a finales de 2011), Chile incumplió 

sistemáticamente su obligación de velar por el buen funcionamiento de su servicio público de 

pasajeros por bus, con el consiguiente perjuicio económico para las Compañías y los 

Demandantes (y el consiguiente deterioro de la calidad del servicio del Transantiago que 

tuvieron que sufrir sus usuarios). Chile repite cual mantra en su Contestación que las 

Compañías serían responsables del mal funcionamiento del Transantiago. Sin embargo, como 

explicaremos en esta sección, fue Chile quien, con sus incumplimientos y trato 

discriminatorio, tornó imposible y ruinosa la gestión de las Unidades de Negocio de las 

Compañías (Sección 2.3). Chile también repite cual mantra que las Compañías serían las 

responsables de su propio deterioro financiero. El Estado ignora así que ha sido él quien ha 

condenado a las Compañías a la quiebra al reducir indebidamente sus ingresos, aumentar 

indebidamente sus costos y negarse a tomar las medidas oportunas para reestablecer el 

equilibrio económico-financiero de los Nuevos Contratos de Concesión (pese a las alarmas 

recibidas de consultores contratados por el Estado) (Sección 2.4). Los Demandantes 

demostrarán, por último, que la estrategia financiera de las Compañías era la apropiada según 

los estándares de la industria y les habría permitido pagar toda su deuda en 2018 de no haber 

sido por las acciones y omisiones de Chile (Sección 2.5).   

2.1 No está en disputa que, a pesar de sus inicios caóticos, los primeros años de 

funcionamiento efectivo del Transantiago fueron alentadores 

21. Los Demandantes describieron detalladamente en su Demanda los hechos relevantes desde la 

gestación del Transantiago (a comienzos de la década del 2000) hasta que Chile decidió poner 

término a los Contratos de Concesión Iniciales (en 2011) tras seis años de operación del 

Transantiago5. Chile, en su Contestación, hace un relato de lo que entiende son los hechos 

principales en la misma época6. Al no haber contradicciones sustanciales entre ambos relatos, 

los Demandantes se remiten a las secciones relevantes de su Demanda, si bien precisarán en 

esta Réplica que, contrariamente a lo alegado por Chile, los Demandantes tenían amplia 

experiencia en el sector del transporte por bus cuando realizaron su inversión en el 

Transantiago (Sección 2.1.1) y que, como reconoce Chile, el Transantiago, tras un inicio 

caótico, mejoró entre 2008 y 2011 (Sección 2.1.2). 

                                                      
5  Demanda, Secciones 3.1 a 3.4. 

6  Contestación, Secciones II.B, II.E y II.F.  
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2.1.1 Contrariamente a lo que afirma Chile, los Demandantes, al momento de invertir en el 

Transantiago, contaban ya con amplia experiencia en el sector del transporte público 

por bus 

22. A finales de 2004, los Demandantes (a través de las Compañías) participaron en la licitación 

para la adjudicación de las Unidades de Negocio Troncales nº 1, 2 y 4 del Transantiago7. A 

principios de 2005, el MTT adjudicó a las Compañías las Unidades de Negocio Troncales nº 

1 y 48. 

23. A raíz de dicha adjudicación, los Demandantes realizaron un aporte de capital inicial de más 

de USD 40 millones en las Compañías (que, en los siguientes años, completaron con nuevos 

aportes hasta sumar un total de algo más de USD 70 millones)9. Chile critica la estructura de 

financiamiento de las Compañías en los años posteriores10 (los Demandantes analizarán y 

demostrarán que los argumentos de Chile al respecto son errados en la Sección 2.5.1.1 de esta 

Réplica), pero no cuestiona que ésa fue la inversión inicial de los Demandantes11.  

24. Cuando realizaron su inversión inicial, los Demandantes llevaban ya cinco años operando en 

el Transmilenio de Bogotá ï el sistema que, según uno de los expertos de Chile (el Sr. 

Willumsen) ñinspiredò el Transantiago12. Resulta, por tanto, llamativo (además de ofensivo) 

que Chile alegue que los Demandantes habr²an tenido, en aquel momento, ñlimitada 

experiencia en el negocio de transporte públicoò13.  

25. La respuesta de Carlos Rios a dicha afirmación es esclarecedora14: 

Como expliqué en mi Primera Declaración, Javier y yo tenemos una amplia 

experiencia en la gestión de empresas especializadas en distintos tipos de servicios 

públicos (transporte y gestión de residuos ordinarios y de riesgo biológico, 

operación de sistemas de alumbrado público, entre otros), que hemos venido 

desarrollando desde los años 80. 

Por otra parte, fuimos accionistas y operadores del Transmilenio de Bogotá ï uno 

de los principales sistemas BRT del mundo ï desde 1999, fecha en la cual los 

principales propietarios de Express del Futuro S.A. nos propusieron participar 

                                                      
7  Demanda, párr. 79. 

8  Demanda, párr. 83. 

9  Declaración testimonial de Carlos Rios del 9 de febrero de 2018, párr. 31; Segunda declaración testimonial de Carlos 

Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 15. 

10  Contestación, Sección II.D. 

11  Contestación, párr. 170. 

12  Presentaci·n de Luis Willumsen Consultancy, ñTransmilenio and Transantiagoò por Luis Willumsen del 27 agosto 2012, 

C-614, pág. 22. 

13  Contestación, párr. 169. 

14  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párrs. 6-11. 
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junto con ellos en la operación de la línea troncal que les había adjudicado la 

Alcaldía Mayor de Bogotá durante diez años.  

A partir de ese momento, fuimos ampliando progresivamente nuestra participación 

en el Transmilenio. En 2003, dada nuestra experiencia positiva como socios de 

Express del Futuro, participamos en la nueva y competida licitación de las líneas 

alimentadoras de la parte occidental de Bogotá. El buen desempeño de Express del 

Futuro en su línea troncal, así como el precio que incluimos en nuestra propuesta 

económica, llevó a la Alcaldía Mayor de Bogotá a adjudicarnos todas las líneas 

alimentadoras del occidente de Bogotá, para cuya operación creamos la empresa 

Transporte Alimentador de Occidente S.A. (ñTAOò).  

Por tanto, a la hora de tomar la decisión de invertir en el Transantiago a finales de 

2004, Javier y yo no sólo teníamos una amplia experiencia en la gestión y operación 

de exigentes servicios públicos concesionados como lo es la recolección de 

residuos, sino que también llevábamos cinco años desempeñándonos con éxito 

como operadores del Transmilenio (que es, además, el modelo de transporte urbano 

en el que se basó el Transantiago).  

Fue con base en estas experiencias significativas, tanto en el sector público como 

en el Transmilenio que, cuando se dio a conocer la licitación del nuevo sistema de 

transporte público en Chile, Javier y yo nos interesamos en el proyecto. Tras 

estudiar sus características financieras y operativas (incluyendo los términos de las 

bases de licitación) y participar en el seminario de presentación del proyecto a 

potenciales inversionistas, tomamos la decisión de invertir en el Transantiago. Éste 

parecía ser, en aquel entonces, un proyecto aún más prometedor que el 

Transmilenio.  

De no haber tenido la experiencia necesaria para operar en el Transantiago, Chile 

no habría adjudicado la principal área y eje urbanístico de Santiago a Express y 

tampoco habría adjudicado importantes servicios circulares de la ciudad a Alsacia, 

pues la licitación del Transantiago fue muy competida y el Estado tuvo la 

oportunidad de escoger entre más de veinte proponentes. 

26. La percepción que en Chile existía sobre la experiencia de los Demandantes en 2004 (cuando 

les fueron adjudicadas sus Unidades de Negocio) dista sobremanera de la que Chile alega en 

este arbitraje. Por ejemplo, el principal diario chileno (El Mercurio) dio la noticia de la 

adjudicaci·n a Express refiri®ndose a ®sta como ñuna empresa colombiana con vasta 

experiencia en el temaò15. Dado el bagaje de los Demandantes, es lógico que el mercado 

identifique a las empresas de los Hermanos Rios como ña collection of companies in Latin 

America with activities in urban transportation business, process outsourcing, environmental 

solutions, and real estateò16. 

                                                      
15  Nota de prensa, Emol, Tramos del Plan Transantiago fueron adjudicados a empresa colombiana y chilena del 30 de 

diciembre de 2004, C-615. 

16  Fitch Ratings Report on Inversiones Alsacia Bonds, October 2011, VP-52, pág. 4.  
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2.1.2 Chile reconoce que los inicios del Transantiago fueron caóticos y que el funcionamiento 

del sistema se normalizó entre 2008 y 2011  

27. Como explicaron los Demandantes en la Demanda, Chile diseñó para los dos primeros años 

del Transantiago (fines de 2005 a fines de 2007) dos etapas iniciales que resultaron caóticas: 

(i) una etapa de transición del sistema anterior al Transantiago y (ii) una etapa de régimen17. 

Chile reconoce que esta estrategia del Estado ñfue un error porque no estaban dadas las 

condiciones para que el sistema funcionara como se había previstoò18.  

28. Chile admite, asimismo, que no cumpli· con ñun plan de construcción de 225 kilómetros de 

corredores segregados en un horizonte de veinte años, es decir, hasta el año 2025ò dado que 

ñ[s]urgieron numerosos obstáculos inesperados que dificultaron la obtención de los recursos 

necesarios para financiar esas obras de infraestructuraò (cabe resaltar que el ¼nico 

ñobst§culoò que menciona Chile es que ñel Ministerio de Hacienda se encontraba superado 

porque tuvo que dedicar al Metro alrededor de USD 500 millones (mucho más de lo 

inicialmente previsto)ò)19. Como reconoce Chile, ñla infraestructura resultó ser insuficiente 

y [é] afect· adversamente las velocidades de operaci·n e impidi· al sistema operar 

correctamenteò20. Más adelante explicaremos que, lamentablemente, la deficiente inversión 

en infraestructura (y sus adversos efectos) ha sido una constante durante toda la vida del 

Transantiago pese a las promesas del Estado21.     

29. A partir de 2008, y hasta 2011, la experiencia de las Compañías en el Transantiago mejoró 

por dos motivos: 

30. Por un lado, el Estado tomó medidas para solucionar los principales problemas del 

Transantiago22. Por ejemplo, entre febrero de 2010 y marzo de 2011 (salvo algunos meses a 

finales de 2010), el Estado estuvo permanentemente realizando ñcampañas antievasiónò en 

televisión, prensa y radio (unas campañas que, dicho sea de paso, no retomó, una vez firmados 

los Nuevos Contratos de Concesión, hasta agosto de 2017)23. En línea con dichas campañas, 

el Estado adoptó, el 8 de enero de 2011, la Ley 20.484, que sanciona el no pago de la tarifa 

                                                      
17  Demanda, Secciones 3.3.1 y 3.3.2. 

18  Contestación, párr. 236. 

19  Contestación, párrs. 242-243. 

20  Contestación, párr. 245. 

21  Réplica, Secciones 2.2.2.2 y 2.3.1. 

22  Demanda, párr. 132-138. 

23  Campañas de difusión e información a usuarios del sistema de transporte público de Santiago, DTPM, 2010-2017, R-

240. Cabe aclarar que el listado presentado por Chile en el anexo R-240 identifica diversas campañas, entre enero de 

2013 y diciembre de 2015 (casillas 9 a 13) que no guardan ninguna relación con la evasión.   
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en el transporte público de pasajeros24 (esta ley será analizada con mayor detalle en las 

secciones 2.2.2.3 y 2.3.2.3 infra). 

31. Por otro lado, las Compañías también pudieron sobreponerse al deficiente diseño y gestión 

del Transantiago con soluciones que ellas mismas desarrollaron. Por ejemplo, para mitigar los 

problemas operativos provocados por la ausencia de un sistema centralizado de gestión de 

flota, las Compañías crearon su propio sistema alternativo (llamado sinóptico)25.  

32. Chile coincide con los Demandantes en que el Transantiago mejor· tras ñlas deficiencias y 

limitaciones del diseño original del sistemaò y ñse fue[] normalizando, hasta tal punto que 

para 2009 ya había alcanzado estándares internacionalesò26.  

33. En estas circunstancias, en el año 2011, los Demandantes preveían que la operación del 

Transantiago les permitiría recuperar su importante inversión inicial y obtener dividendos27. 

2.2 No está en disputa que Chile, tras terminar,  de manera anticipada e inesperada, los 

Contratos de Concesión Iniciales, ofreció incentivos económicos y asumió varios 

compromisos que convencieron a los Demandantes de suscribir los Nuevos Contratos de 

Concesión en diciembre de 2011   

34. En 2011, cuando aún quedaban al menos siete años para que vencieran los Contratos de 

Concesión Iniciales de Alsacia y Express, respectivamente, Chile terminó dichos Contratos y 

obligó a las Compañías a negociar unos contratos totalmente diferentes (Sección 2.2.1). Para 

evitar perder su inversión, los Demandantes aceptaron negociar los Nuevos Contratos de 

Concesión después de que el Estado asumiera una serie de compromisos que, tras haberlos 

incumplido durante los siguientes años, ahora niega (Sección 2.2.2). 

2.2.1 No está en disputa que, a mediados de 2011, antes de que se cumpliera la mitad del 

periodo de Concesión, Chile obligó a las Compañías a negociar los Nuevos Contratos de 

Concesión 

35. Pese a que los Contratos de Concesión Iniciales tenían un plazo de vigencia hasta 201828, 

Chile publicó la Ley 20.504 en marzo de 2011 para (i) terminar anticipadamente dichos 

Contratos29 y (ii) reconfigurar un sistema (el Transantiago) que, en palabras del entonces 

                                                      
24  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171. 

25  Demanda, Sección 3.4. 

26  Contestación, párrs. 255-256. 

27  Demanda, párr. 142; Declaración testimonial de Carlos Rios del 9 de febrero de 2018, párrs. 40-41. 

28  Más adelante, el Contrato de Concesión Inicial de Express fue prorrogado hasta junio de 2019. 

29  Demanda, párrs. 145-150. 
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Presidente Pi¶era, presentaba ñprofundas deficiencias, responsabilidad de quienes [lo] 

diseñaron y pusieron en marchaò30.  

36. Chile alega que la terminación anticipada de los Contratos de Concesión Iniciales habría sido 

ñesperableò dado que transcurri· algo m§s de un a¶o entre el anuncio de la reforma del 

Transantiago (julio de 2010) y la promulgación de la Ley 20.504 (octubre de 2011)31. Sin 

embargo, el mero paso del tiempo entre el anuncio de una decisión sorprendente y su 

ejecuci·n no convierte dicha decisi·n en ñesperableò. Es evidente ï y Chile no lo discute ï 

que, al realizar su inversión, los Demandantes no podían imaginar que el Estado reconfiguraría 

el Transantiago de arriba a abajo menos de seis años después32.  

37. De igual modo, es razonable ï y no resulta contradictorio con lo anterior, como alega Chile33 

ï que Alsacia mencionara un proyecto de lo que luego se conoció como Ley 20.504 en el 

Offering Memorandum que emitió en febrero de 2011 (un mes antes de que fuera publicada 

la Ley), dentro del contexto de la emisión de sus bonos. Como explica Carlos Rios, tras una 

primera versión del Offering Memorandum de julio de 2010, ñ[p]usimos el Offering 

Memorandum al día con esta información [esto es, con la manifestación por el Estado de su 

intención de cambiar el marco jurídico de los Contratos de Concesión Iniciales] antes de 

emitir los bonos en los mercados de capitales en febrero de 2011ò34. Cuando, un mes después, 

Chile public· la Ley 20.504, los Demandantes ñpudimos, por fin, conocer su alcance y 

contenido exactoò35. 

38. Dicha Ley 20.504 fue concebida ï en palabras de la propia autoridad ï ñcomo un poderoso 

instrumento para terminar los [Contratos Iniciales de Concesión]ò36 de manera unilateral y 

anticipada37. Por tanto, las Compañías (y los demás operadores) se vieron obligadas a acatar 

la decisión del Estado y negociar con el MTT, entre mayo y diciembre de 2011, tanto (i) las 

condiciones de la terminación anticipada de sus Contratos Iniciales de Concesión como (ii) la 

firma de los Nuevos Contratos de Concesión. 

                                                      
30  Mensaje Presidencial No. 211-358 del 28 de julio de 2010, C-144, pág. 7. 

31  Contestación, párrs. 311-315. 

32  Declaración testimonial de Carlos Rios del 9 de febrero de 2018, párr. 45; Segunda declaración testimonial de Carlos 

Rios del 19 de octubre de 2018, párrs. 17-18. 

33  Contestación, párr. 315. 

34  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 20. 

35  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 20. 

36  Minuta del proceso de negociación con concesionarios de uso de vías de sistema de Transantiago, C-616, pág. 9. 

37  Demanda, párr. 148; Ley No. 20.504 que ñmodifica el r®gimen jur²dico del transporte p¼blico concesionadoò publicada 

el 19 de marzo de 2011, CL-3, Artículos Transitorios, Artículo primero. 
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39. Como fue explicado en la Demanda38, los Demandantes, pese al cambio radical en el régimen 

contractual impuesto por el Estado, accedieron a negociar los nuevos contratos (en lugar de 

limitarse a terminar sus Contratos Iniciales de Concesión) por dos principales motivos:  

¶ No podían vender o liquidar fácilmente su inversión para recuperar el capital 

invertido al inicio de las operaciones dado que muchas de sus inversiones eran en 

activos fijos inmobiliarios (terminales) o dedicados a las operaciones (buses) y no 

podían ser trasladados a otro negocio; y 

¶ La no suscripción de los nuevos contratos podía acarrear una crisis social y política 

(con el consiguiente coste reputacional y financiero para los Demandantes) pues, 

dado que las Compañías operaban más del 30% del sistema, la continuidad del 

servicio público de transporte en Santiago habría resultado inviable sin ellas.   

40. Dejando de lado ciertas diferencias menores en las versiones de las Partes sobre cómo 

discurrieron dichas negociaciones, no está en disputa cuál fue su elemento central: los 

Demandantes querían asegurarse de que el EBITDA de las Compañías bajo los Nuevos 

Contratos de Concesión se mantendría a un nivel parecido a su EBITDA bajo los Contratos 

Iniciales de Concesión39. Esto se debe a que los contratos de concesión con el Estado y los 

flujos que de él se derivan han sido siempre uno de los principales activos de las Compañías, 

de ahí que los accionistas de las Compañías (y sus acreedores) hayan defendido siempre la 

necesidad de tener flujos de caja suficientes para asegurar la operación, pagar la deuda y 

distribuir dividendos.  

41. Chile tampoco disputa que, durante las negociaciones, el Estado ofreció ciertos incentivos 

económicos para convencer a las Compañías de seguir operando en el Transantiago. A modo 

de ejemplo: 

¶ El MTT prometió a las Compañías que la Unidad de Negocio Alimentadora D les 

permitiría ingresar a una nueva área de la ciudad, donde vivía aproximadamente el 

11% de la población de Santiago, y operar 231 buses adicionales, con 17 nuevos 

recorridos40; y 

¶ El MTT estimó que, en el año 2012, las Unidades de Negocio T1 y T4D tendrían, 

en total, más de 340 millones de validaciones (es decir, pasajeros que pagan por el 

                                                      
38  Demanda, párrs. 160-161. 

39  Demanda, párr. 167. 

40  Demanda, párr. 165; Declaración testimonial de Carlos Rios del 9 de febrero de 2018, párr. 50. 
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servicio)41. Esta estimación resultó ser (como se analizará en mayor detalle en la 

Sección 2.3.8) extremadamente inflada, pues finalmente hubo 40 millones de 

validaciones menos de las estimadas por el Estado42.  

42. Estos incentivos económicos, unidos a la normalización del funcionamiento del Transantiago 

en los años anteriores, llevaron a los Demandantes a la conclusión de que seguir operando en 

el Transantiago era una buena oportunidad de negocio43. No obstante, para continuar siendo 

operadores bajo el nuevo marco contractual, los Demandantes necesitaban garantías 

adicionales que, como veremos a continuación, Chile ofreció.   

2.2.2 Pese a que Chile pretende ahora eludir sus responsabilidades, ha quedado demostrado 

que, en 2011, asumió varios compromisos que acabaron por convencer a los 

Demandantes de suscribir los Nuevos Contratos de Concesión 

43. Los Demandantes demostraron en su Demanda que Chile asumió una serie de compromisos 

en los Nuevos Contratos de Concesión para convencerles de seguir operando en el 

Transantiago (compromisos que, finalmente, no respetó)44. 

44. Chile reconoce que el Estado se obligó a mantener y restablecer el equilibrio económico-

financiero de los Nuevos Contratos de Concesión (Sección 2.2.2.1) y no rebate haber 

garantizado que protegería a las Compañías frente al vandalismo (Sección 2.2.2.4). Sin 

embargo, Chile, ignorando el derecho chileno y la prueba contemporánea, pretende 

desentenderse de las obligaciones de inversión en infraestructura asumidas en el Plan Maestro 

de Infraestructura 2011-2015 (Sección 2.2.2.2) y delegar en los Demandantes toda la 

responsabilidad en la lucha contra la evasión (Sección 2.2.2.3). 

2.2.2.1 Chile admite que se obligó a asegurar la estabilidad económico-financiera de las Compañías 

y, por ende, la rentabilidad del negocio 

45. Chile admite en múltiples pasajes de su Contestación que se obligó a mantener y, en su caso, 

a restablecer el equilibrio económico-financiero de los Nuevos Contratos de Concesión, pero 

sostiene que dicha obligación no se extendería más allá de lo textualmente indicado en los 

                                                      
41  Intercambio de correos entre D. Puga (MTT) y G. Sarmiento (A&E) entre el 26 de septiembre de 2011 y el 14 de junio 

de 2013, C-617; Planilla de transacciones y kilómetros para T1 y T4D enviada por el MTT a las Compañías del 26 

septiembre 2011, C-618 (celdas E3 y E4 (validaciones) e I3 e I4 (kilómetros)). 

42  Intercambio de correos entre D. Puga (MTT) y G. Sarmiento (A&E) entre el 26 de septiembre de 2011 y el 14 de junio 

de 2013, C-617. 

43  Declaración testimonial de Carlos Rios del 9 de febrero de 2018, párr. 50. 

44  Demanda, Sección 3.6. 
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propios Contratos45. Chile, sin embargo, no cumplió con lo señalado en los Contratos y su 

interpretación es contraria al derecho internacional y el propio derecho chileno. 

46. Como explicaron los Demandantes en la Demanda46, los Nuevos Contratos de Concesión 

fueron diseñados con la siguiente fórmula de remuneración47: 

 

47. No está en disputa que esta fórmula implica para las Compañías un mayor riesgo vinculado a 

la demanda que el régimen contractual anterior (en el que los ingresos fijos representaban un 

porcentaje muy superior). Por tanto, los Demandantes (que aspiraban a recuperar su inversión, 

pagar a los acreedores de las Compañías y recibir dividendos) necesitaban garantías de que la 

situación económica y financiera de las Compañías no se vería comprometida tras la 

suscripción de los Nuevos Contratos de Concesión48. 

48. Tampoco está en disputa que los Nuevos Contratos de Concesión establecen en su artículo 

5.1.2 que ñel contrato de concesi·n debe [é] velar por el equilibrio económico del contrato 

como eje fundamental para garantizar la continuidad del servicioò49.  

49. Chile, adem§s, admite que los Nuevos Contratos de Concesi·n establecen ñmecanismos 

contractuales [é] dise¶ados para eliminar o mitigar determinados riesgos o, según sea 

necesario, para reestablecer el equilibrio económico bajo el contratoò50. Al respecto, las 

Partes no controvierten la obligación, quedando sólo en disputa si los mecanismos para 

reestablecer el equilibrio económico fueron ejecutados correcta y cabalmente por el Estado 

(en la Sección 2.3 explicaremos que el Estado no lo hizo). 

50. En particular, los Nuevos Contratos de Concesión prevén: 

                                                      
45  Contestación, párr. 1086. 

46  Demanda, párr. 174. 

47  Documento de Trabajo del MTT del 4 de agosto de 2011, C-148, Cl§usula D.1 (ñFormulación generalò). 

48  Demanda, párr. 175. 

49  Demanda, párr. 185; Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, págs. 23-24 (el resaltado es 

nuestro).  

50  Contestación, párr. 614 (el resaltado es nuestro). 
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¶ Mecanismos para proteger a las Compañías frente al riesgo de caída en la demanda 

(el mecanismo de Ajuste de Ingresos según el Índice de Pasajeros/Kilómetro 

(ñAIPKò) y el ajuste del Precio por Pasajero Transportado (ñPPTò)51); 

¶ Mecanismos para proteger a las Compañías frente a fluctuaciones en costos 

operativos (el Mecanismo de Ajuste por Costos (ñMACò)52);  

¶ Montos máximos de descuentos y multas53; y 

¶ Mecanismos que permiten ajustar el PPT para el ñrestablecimiento de la ecuación 

contractualò (procesos de revisión programada bianual y excepcional de la 

remuneración a los concesionarios)54. 

51. En definitiva, como hemos indicado, Chile admite que los Nuevos Contratos de Concesión 

obligan al Estado a mantener y restablecer su equilibrio económico-financiero55. Sin embargo, 

Chile busca descontextualizar su obligación y reducirla a una mera lista contractual, ignorando 

la extensión de su obligación de acuerdo al derecho administrativo chileno.  

52. En efecto, Chile intenta acotar arbitrariamente esta disputa a una interpretación literal y 

restrictiva de ciertas cláusulas contractuales (que el Estado también incumplió). El Estado 

ignora, por una parte, que se trata de un arbitraje de inversión en el que los compromisos del 

Estado provienen de diversas fuentes (y no sólo de los Nuevos Contratos de Concesión). Por 

otra, el Estado ignora que en el derecho chileno la ley se entiende incorporada en los contratos 

y que éstos no sólo obligan a lo que en ellos se expresa literalmente sino, también, a todas las 

cosas que emanan de la naturaleza de la obligación. En este caso, la naturaleza de la obligación 

obligaba a Chile a mantener el equilibrio económico de los Nuevos Contratos de Concesión 

en los términos planteados en la Demanda. 

53. Así, de acuerdo al derecho chileno, los cuestionamientos de Chile no pueden prosperar por, 

al menos, los siguientes motivos:  

54. En primer lugar, en Chile, la ley se¶ala que ñen todo contrato se entenderán incorporadas 

las leyes vigentes al tiempo de su celebraciónò56. Por tanto, no es posible sostener, como lo 

                                                      
51  Demanda, párrs. 188-201; Contestación, párrs. 618-630. 

52  Demanda, párrs. 202-206; Contestación, párr. 355. 

53  Demanda, párrs. 207-213. 

54  Demanda, párrs. 214-219. 

55  Contestación, párr. 614. 

56  Ley del Ministerio de Justicia, ñEfecto retroactivo de la Leyò del 7 de octubre de 1861, C-619, art. 22. 
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hace Chile, que las partes se obligaron única y exclusivamente al texto literal de los Nuevos 

Contratos de Concesión, pues esto supondría desconocer (i) la ley vigente sobre la materia, 

que ï justamente ï disponía la obligación del Estado de mantener y restablecer el equilibrio 

económico de los Contratos, así como (ii) ciertos principios legalmente reconocidos que 

enmarcan dicha ley, dentro de los cuales se encuentran los de buena fe, igualdad de cargas 

públicas y enriquecimiento sin causa. 

55. La Ley 20.504 establece que el Estado debe asegurar el equilibrio financiero de los Nuevos 

Contratos de Concesión como un medio necesario para garantizar la continuidad, permanencia 

y seguridad del servicio público de transporte57, sin que ello adolezca de la limitación 

identificada por Chile en este procedimiento. 

56. Así lo reconoció el entonces Presidente de Chile al presentar la Ley 20.504, que permitió al 

Estado terminar anticipadamente los Contratos de Concesión Iniciales:  

A este respecto la ley Nº 18.696, modificada por la ley Nº 20.223, así como los 

pronunciamientos del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema han declarado 

expresamente que esta actividad constituye un servicio público, cuestión que le da 

una fisonomía jurídico-pública a los contratos de concesión. 

En tal sentido, el proyecto explicita que este contrato tiene por finalidad satisfacer 

el interés público que exige la prestación de un servicio de transporte de calidad, 

debiendo garantizar su continuidad, permanencia y seguridad. 

De esta forma, el proyecto establece que estos principios inspiran la celebración y 

ejecución de este contrato, otorgando a la Administración las atribuciones 

necesarias para cumplir dicha finalidad y asegurar el equilibrio económico-

financiero de los concesionarios58. 

57. En segundo lugar, de conformidad al principio de buena fe, dispuesto en el artículo 1546 del 

Código Civil, las partes de un contrato se ñobligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino 

a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la 

ley o por la costumbre pertenecen a ellaò59. 

58. Así, la obligación del Estado de mantener y restablecer el equilibrio económico de los Nuevos 

Contratos de Concesión no puede ser reducida, como pretende Chile, a algo meramente 

textual, sino que ella incluye todo aquello que emane de la naturaleza de dicha obligación. El 

                                                      
57  Demanda, párr. 180. De conformidad a los artículos 3 sexies y 3 terdecies de la Ley 20.504 (CL-3), los contratos de 

concesión de transporte público deben garantizar ñla continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de 

transportesò, debiendo el MTT para ello adoptar ñlas medidas necesarias para garantizar la continuidad de la 

prestación del servicio públicoò. 

58  Mensaje Presidencial No. 211-358 del 19 marzo de 2011, C-620, Sección V.d (el resaltado es nuestro). 

59  Artículo No. 1546 del Código Civil chileno, C-621. 
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Código Civil chileno define la naturaleza de una obligaci·n como aquellas cosas que ñse 

entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especialò60 y que se ve informado por 

lo señalado en la ley aplicable al caso y por la doctrina y jurisprudencia respectivas. 

59. El principio de buena fe es plenamente aplicable a los contratos administrativos en Chile, tal 

y como lo ha dictaminado la Contralor²a General de la Rep¼blica (la ñContraloríaò) al se¶alar 

que los ñórganos integrantes de la Administración, actúan en el marco del Estado de Derecho 

y, por lo tanto, están sujetos al principio de juridicidad, [por lo que] procede que las 

decisiones que adopten como parte en los contratos que suscriben, respeten el principio de 

buena fe, que, en materia contractual, consagra el artículo 1546 del Código Civilò61.  

60. Consistente con lo anterior, la doctrina chilena especializada en contratación administrativa 

ha sostenido que no solo hay que estarse a lo literal de los contratos, sino que hay derechos 

que existen por la propia naturaleza de la obligación de que se trate. En efecto, el Profesor 

Claudio Moraga ha sostenido que ñhay derechos [de los particulares] que existen en cuanto 

emanan directamente del ordenamiento jurídico, válidos en su esencia y ámbito aun cuando 

en el propio texto del contrato nada se haya estipulado sobre ellos. Tal es el caso del derecho 

del aseguramiento de la gestión o del derecho de obtener una adecuada indemnización de 

perjuicios cuando ellos acontezcan, por ejemplo, como consecuencia del ejercicio que ha 

hecho la Administración del ius variandi o de un hecho del príncipe. Por lo mismo, estos 

derechos pueden ser tenidos como poderes implícitos o que por naturaleza le pertenecen a 

los contratantes particulares, en el caso que no se encuentren establecidos en el texto del 

contratoò62. 

61. En tercer lugar, si bien con lo anterior queda descartada la tesis de Chile, cabe agregar que  la 

obligación del Estado de asegurar el equilibro económico de los contratos administrativos ha 

sido explícitamente reconocida por la doctrina administrativa, la jurisprudencia chilena y la 

Contraloría, quienes la vinculan y explican como una aplicación de los principios de igualdad 

de cargas públicas y de prohibición del enriquecimiento sin causa. 

62. En efecto, la doctrina administrativa ha sostenido que ñ[e]l principio del equilibrio financiero 

del contrato aparece en el contrato administrativo como una reacción a los poderes 

exorbitantes de la Administración. Se manifiesta como una garantía que tiene el 

                                                      
60  Artículo No. 1444 del Código Civil chileno, C-622. 

61  Dictamen No. 053278N08 de la Contraloría General de la República del 12 de noviembre de 2008, C-623 (el resaltado 

es nuestro). 

62  C. Moraga Klenner, Contratación Administrativa, Editorial Jurídica de Chile (2012), C-624, pág. 246 (el resaltado es 

nuestro). 
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cocontratante particular ante la poca seguridad de que se mantengan las condiciones 

pactadas en el acuerdo originalò63. 

63. Además, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Chile ha establecido que el Estado tiene el 

deber legal de ñindemnizar al Concesionario por el rompimiento del equilibrio financiero del 

contrato [é] en cualquier situaciónò64. 

64. Consistente con lo anterior, el antiguo Contralor de la República, el Profesor Ramiro 

Mendoza, ha sostenido que ñnadie está obligado a soportar daños injustos o lesiones que 

exorbiten el ámbito de la responsabilidad al que se ha obligado, de tal suerte que se 

transformen en verdaderas cargas p¼blicas injustas. (é) [L]a administración no está 

facultada para beneficiarse como consecuencia del perjuicio mayor derivado del mayor costo 

que ha debido soportar un co-contratante, en razón de un riesgo anormal. Ello constituiría 

desde ya un enriquecimiento sin causa, que la administración, en su caso, se encuentra en el 

deber de repararò65. 

65. En ese orden, desde antaño, la prohibición del enriquecimiento sin causa ha sido reconocida 

por la doctrina66 y la jurisprudencia chilenas como una verdadera fuente de obligaciones para 

las partes. 

66. Por ejemplo, la Corte Suprema de Chile sostuvo en un fallo reciente que la prohibición del 

enriquecimiento sin causa es ñun principio general del derecho ampliamente reconocido en 

la doctrina y en la jurisprudencia, que encuentra fundamento en la equidad y consiste en que 

el Derecho repudia el enriquecimiento a expensas de otro sin una causa que lo justifique; y 

el que, entendido como una fuente de obligaciones, puede conceptualizarse como una 

                                                      
63  O. Oelckers Camus, ñLos principios informadores de la contrataci·n administrativaò, Revista de Derecho, Pontificia 

Universidad Católica de Valparaiso, No. 7 (1983), C-625, págs. 158-159 (el resaltado es nuestro). 

64  Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 123/2010 del 18 de mayo de 2010, C-159, Considerando 4Ü (ñ[c]abe 

consignar que de acuerdo a los principios de los contratos administrativos y a lo establecido en el artículo 19 de la ley 

de Concesiones, el Estado debe indemnizar al concesionario por el rompimiento del equilibrio financiero del contrato. 

Este rompimiento se produce cuando se altera significativamente el régimen económico del mismo, como dice el artículo 

19 de la Ley ya citada. Ello corresponde al t®rmino franc®s de óboulversementô conmoci·n- del contrato, introducido 

por la jurisprudencia del Consejo de Estado a comienzos del siglo XX. Cuando ello se produce el Estado debe venir en 

ayuda del concesionario, lo que ocurrirá en cualquier situaciónò) (el resaltado es nuestro). 

65  Informe en Derecho de Ramiro Mendoza Zúñiga, citado en Sentencia arbitral caso Elqui S.A. c. Ministerio de Obras 

Públicas del 1 de septiembre de 2010, C-626, considerando 67°, págs. 80-81 (el resaltado es nuestro). 

66  Véase, por ejemplo, (i) D. Pe¶ailillo Ar®valo, ñEl enriquecimiento sin causa. Principio de derecho y fuente de las 

obligacionesò, Revista de Derecho y Jurisprudencia y Gaceta de los Tribunales, Vlex, No. 2 (1996), C-627, págs. 453-

454; (ii) R. Abeliuk, ñTeor²a del enriquecimiento sin causaò, en Las Obligaciones, Editorial Jurídica de Chile (2009), 

C-628, Tomo I, pág. 193; o (iii) R. Meza, ñLos Cuasicontratosò, en Manual de Derecho Civil de las Fuentes de las 

Obligaciones, Editorial Jurídica de Chile (2016), C-629, Tomo II, pág. 320. 
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atribución patrimonial sin una justificación que la explique, de manera que constatada, se 

impone la obligación de restituirò67. 

67. En definitiva, el deber del Estado de velar por el equilibrio económico de los contratos 

administrativos tiene, según la jurisprudencia y doctrina chilenas, el siguiente sustento: 

¶ El texto del contrato y la ley aplicable al caso, que se entiende incorporada al mismo;  

¶ La obligación de ejecutar los contratos de buena fe, que obliga a no estarse a lo 

literal sino a cumplir con todo aquello que sea parte de la naturaleza de la obligación; 

¶ El derecho constitucional a la igual repartición de las cargas públicas68;  

¶ El fin último y deber de conservación del contrato administrativo, cuyo objetivo es 

satisfacer las necesidades del interés público69; 

¶ El deber del Estado como contrapartida a las potestades exorbitantes de la 

Administración70. Según la Corte Suprema de Chile, el Estado debe ejercer estas 

potestades exorbitantes ñmanteniendo el equilibrio financiero del contrato, sin 

                                                      
67  Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 32.990/2017 del 3 de enero de 2017, C-630, considerando 23º. En ese 

mismo sentido se ha pronunciado esta misma Corte en la Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 34.040/2016 del 

15 de diciembre de 2016, C-631, considerando 11º; Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 38.343/2017 del 31 de 

enero de 2017, C-632, considerando 3º; y Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 4.588/2016 del 7 de marzo de 

2016, C-633, considerando 11º.  

68  Constitución Política de la República de Chile de fecha 17 de septiembre de 2005, CL-18, art. 20 (ñLa igual repartición 

de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás 

cargas públicasò). 

69  Resolución No. 9293 de la Corte de Apelaciones de La Serena, Rol 1399/2007 del 30 de mayo de 2008, C-160, 

Considerando 14º. 

70  Resolución No. 2117 de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas, Rol 19/2013 del 9 de abril de 2013, C-160Bis, 

Considerando 8Ü (ñ[L]os contratos administrativos tienen como contrapartida a sus potestades exorbitantes, el deber 

legal de respetar el principio que la doctrina ha llamado la óecuaci·n financieraô del contrato, consistente en el 

equilibrio económico entre las prestaciones que proporcionalmente corresponden a cada parte según el grado de 

cumplimiento alcanzado respecto del objeto del contrato, lo que constituye en consecuencia un derecho que tiene todo 

contratista de recibir la contraprestación económica que en conformidad al cumplimiento de lo pactado con el servicio 

público pueda corresponderle [é]ò). Ver, tambi®n, O. Oelckers Camus, ñLos principios informadores de la contrataci·n 

administrativaò, Revista de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Valparaiso, No. 7 (1983), C-625, p§g. 159 (ñLa 

Administración podrá aumentar los costos generales del contrato; leyes sociales, gastos en la ejecución de la obra, 

tarifas, importación, etc., ante lo cual el cocontratante sufre un desmedro económico en su patrimonio. Como 

contrapartida el cocontratante particular afectado tiene el derecho de exigir el equilibrio financiero del contrato, pues 

él, al celebrar tal contrato, lo hizo en vista de las cláusulas ahí contenidas y que consideró como justas y equitativas, 

además de otorgarle el contrato un beneficio económico, también justo y suficiente. Así, pues, al momento de celebrar 

el contrato existió el equilibrio financiero en las prestaciones expresado en los derechos y obligaciones de cada una de 

las partes. Ahora, si la Administración modifica los términos originales del contrato en razón del interés público, el 

cocontratante particular podrá solicitar de la Administración las indemnizaciones o bonificaciones que estima 

necesarias para el equilibrio del contrato. Se tratará, en todo caso, de restablecer una vinculación originaria según 

ciertos presupuestos que se han roto por iniciativa de la Administraciónò). 
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perjudicar al contratista, de lo contrario, su actuación resulta al mismo tiempo 

injustificada e ilegalò71; y 

¶ El doble objetivo de (i) evitar la excesiva onerosidad sobrevenida del contrato para 

el concesionario72 y (ii) evitar que el Estado se enriquezca sin causa a costa del 

empeoramiento de la situación del concesionario73. Todo ello se materializa en el 

deber del Estado de intervenir, como soberano y no como contraparte contractual, 

en aquellos casos en que una excesiva onerosidad imprevista y sobreviniente 

modifica las condiciones simuladas de mercado bajo las cuales el contrato fue 

licitado74. La Contraloría ha confirmado que los organismos públicos tienen el deber 

de velar por el equilibrio econ·mico de las prestaciones mutuas, lo que ñse traduce 

en el acatamiento de las condiciones fijadas para la presentación de las ofertas y 

de ejecución del contratoò75. 

68. Sin embargo, Chile intenta alegar en este caso, con argumentos meramente formales, que las 

sentencias citadas por los Demandantes tratarían sobre (i) una ley distinta que no aplicaría a 

las concesiones de las Compañías (la Ley de Concesiones de Obras Públicas) y (ii) unos 

                                                      
71  Sentencia de la Corte Suprema de Chile, Rol 2.525/2008 del 5 de agosto de 2008, C-634. 

72  J. Martínez Layuno, ñEl equilibrio económico en los contratos públicosò, Documentos de trabajo, Universidad Alberto 

Hurtado, No. 3 (2014), C-635, pág. 7. 

73  D. Pe¶ailillo Ar®valo, ñEl enriquecimiento sin causa. Principio de derecho y fuente de las obligacionesò, Revista de 

Derecho y Jurisprudencia y Gaceta de los Tribunales, Vlex, No. 2 (1996), C-627, pág. 9. 

74  O. Oelckers Camus, ñLos principios informadores de la contrataci·n administrativaò, Revista de Derecho, Pontificia 

Universidad Católica de Valparaiso, No. 7 (1983), C-625, p§g. 159 (ñEl principio del equilibrio financiero del contrato 

aparece en el contrato administrativo como una reacción a los poderes exorbitantes de la Administración. Se manifiesta 

como una garantía que tiene el cocontratante particular ante la poca seguridad de que se mantengan las condiciones 

pactadas en el acuerdo originalò).  

75  Dictamen No. 049409N12 de la Contraloría General de la República del 13 de agosto de 2012, C-636 (ñPor su parte, 

la jurisprudencia de esta Contraloría General ha indicado -vgr. dictámenes N°s 36.724, de 2008, y 56.770, de 2009- 

que los organismos públicos tienen el deber de dar cumplimiento a los principios de estricta sujeción a las bases, no 

pudiendo sino estarse a lo previsto en éstas ni modificar los pliegos de condiciones una vez que las ofertas hayan sido 

recibidas, y de igualdad de los oferentes, que les obliga a actuar de manera imparcial en relación a todos ellos. También 

ha precisado esa jurisprudencia -vgr. dictámenes N°s. 6.502, de 2004, 21.551, de 2009, y 28.728, de 2012- que en 

materia contractual debe imperar el respeto al principio de equilibrio económico de las prestaciones mutuas, el que se 

traduce en el acatamiento de las condiciones fijadas para la presentación de las ofertas y de ejecución del contrato, en 

lo que respecta a la equivalencia de las cantidades de obras y su precio. De la misma forma, ha señalado -dictámenes 

N°s. 41.409, de 1994, y 10.624, de 2006- que aún cuando en el ámbito del Derecho Administrativo rige para los 

contratos administrativos el elemento de riesgo y ventura, ello no es absoluto, pues el mismo aparece modificado o 

alterado por diversas situaciones que dan derecho al contratista para que ciertos riesgos sean soportados por la 

Administración, cuando en, definitiva, ella ha participado en su ocurrenciaò). En ese mismo sentido, Dictamen No. 

21551 de Contraloría General de la República del 24 de abril de 2009, C-161(ñJunto a lo anterior, se debe tener presente 

el principio de buena fe, que debe imperar en la celebración y cumplimiento de los contratos, consagrado en el artículo 

1.546 del Código Civil, en virtud del cual las partes de un contrato deben tender a su correcto cumplimiento, 

ajustándose a un modelo de conducta tal que no cause daño a ninguna de ellas; el de equilibrio económico que debe 

observarse en todo convenio de carácter conmutativo, y el de enriquecimiento sin causa, todos ellos reconocidos por 

la jurisprudencia administrativa de esta Contraloría General (aplica dictamen N° 6.502, de 2004)ò (el resaltado es 

nuestro). 
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hechos diferentes a los de este arbitraje. Chile confunde convenientemente lo que es relevante 

en dichas sentencias. 

69. Chile olvida que, para la determinación de una obligación contenida en el contrato y en la ley, 

que además es recogida en principios del derecho y que ha sido ampliamente reconocida y 

aceptada por la doctrina y jurisprudencia ï como lo es la obligación del Estado de velar por 

el equilibrio económico de los contratos administrativos ï, es irrelevante que una cita en 

particular haga mención a la Ley de Concesiones de Obras Públicas o cualquier otra norma 

relacionada con el transporte público o que los hechos puntuales difieran de los que analiza 

este Tribunal. Lo importante ï una vez más ï es el reconocimiento indiscutible de esta 

obligación y de su alcance. 

70. Chile, restringiendo arbitrariamente el alcance de la jurisprudencia chilena sobre el tema, 

sostiene erradamente76 que las justificaciones legales esgrimidas por la Corte Suprema de 

Chile en 2009 en respuesta a un recurso de Express para concluir que existe una ñobligación 

del Estado de evitar el colapso de los encargados de la permanencia, continuidad e 

ininterrumpibilidad de dicho servicio [público de locomoción colectiva de Santiago]ò77 

aplican exclusivamente al caso concreto que fue sometido al conocimiento de esa Corte, a 

pesar de que las mismas son justificaciones de carácter general y abstracto aplicables a todo 

tipo de contratos de concesión, más allá de las circunstancias del caso concreto78. 

71. En ese fallo de 2009, la Corte Suprema discurre de manera abstracta acerca del objetivo de 

las concesiones administrativas (considerando segundo), de la especial naturaleza de dichos 

contratos (considerando cuarto), y del rol activo y especial que juega el Estado en la prestación 

del respectivo servicio por parte del concesionario, pues ï en definitiva ï aquél satisface una 

necesidad social que originariamente es del Estado (considerando noveno). El carácter general 

                                                      
76  Contestación, párr. 699 y siguientes. 

77  Fallo de la Corte Suprema relativo al recurso de protección de Express contra la Resolución 1985 Exenta, del 30 de 

noviembre de 2009, C-139, Considerando 12º.  

78  Así, en el considerando segundo se argumenta que promover el uso del transporte público facilitando dicho uso y 

mejorando el nivel de servicio, adem§s de reducir la contaminaci·n y la congesti·n, es uno de ñlos deberes y finalidades 

que legítimamente puede imponerse el Estado en el cumplimiento de sus cometidos de servicio público en favor de la 

comunidad, utilizando como medio para tal objetivo, [é] la concesión administrativa.ò Luego, en el considerando 

cuarto, se argumenta que ñla concesión de servicio público, en cuanto convención entre el Estado y un particular, se 

aparta considerablemente del concepto de convención creadora de derechos y obligaciones del contrato civil propio 

del Derecho Privado, como también de la rigidez de la norma contenida en el artículo 1545 del Código señalado.ò 

Finalmente, en el considerando noveno, se sostiene que ñen general, la innegable posición prevalente que el Estado 

debe mantener respecto de la concesionaria de un servicio público no sólo es un elemento de la naturaleza de la 

concesión, sino más aún, de su esencia, puesto que la satisfacción de la necesidad pública es el motivo o eje fundamental 

que la inspira.ò Fallo de la Corte Suprema relativo al recurso de protección de Express contra la resolución 1985 Exenta 

del 30 de noviembre de 2009, C-139. 
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de estas premisas queda al descubierto no solo por el tenor de las mismas, sino por el hecho 

de que la Corte ni siquiera las vincula a los documentos contractuales ni hechos del caso. 

72. Luego, cuando llega el momento de explicar la consecuencia de dichas premisas, la Corte 

Suprema expresamente sostiene que ellas tratan de la ñnecesidad social del permanente 

servicio público de locomoción colectiva de Santiagoò y de la ñcircunstancia de que dicho 

servicio se encuentre entregado en concesión a particularesò, ambas aludidas en el 

considerando décimosegundo, y de la ñobligación del Estado de evitar el colapso de los 

encargados de la permanencia, continuidad e ininterrumpibilidad del servicioò, aludida en el 

mismo considerando décimosegundo. 

73. Es sólo después de plantear este marco general y abstracto que la Corte Suprema discurre en 

los siguientes considerandos acerca de los detalles concretos del caso sometido a su 

conocimiento, para finalmente resolverlo. 

74. Es por ello que es err·neo que la ñobligación del Estado de evitar el colapso de los encargados 

de la permanencia, continuidad e ininterrumpibilidad del servicioò declarada por la Corte 

Suprema aplique exclusivamente al caso concreto conocido por ella en 2009, como afirma 

Chile. Dicha obligación se extrae de premisas generales y abstractas, tales como el rol activo 

y especial que juega el Estado en la prestación de los servicios que han sido concesionados 

(en tanto satisfacen necesidades públicas). 

75. A mayor abundamiento, la propia Subsecretaría de Transporte también ha reconocido que la 

obligación de las autoridades chilenas de velar por el equilibrio económico-financiero de los 

contratos de concesión del Transantiago es de la esencia en este tipo de contratos79: ñes de la 

esencia de un contrato de concesión la búsqueda de una igualdad entre las ventajas que se 

conceden al concesionario y las obligaciones que debe cumplir, siendo este equilibrio por el 

cual debe velar la Administración, no sólo al suscribir el contrato sino también frente a 

cualquier modificación que se requieraò. 

76. Sin embargo, Chile pretende ignorar todo lo anterior y, por ello, alega que, en derecho chileno, 

tanto el Estado como el concesionario deberían ceñirse a lo estipulado en el contrato 

administrativo dado que: 

                                                      
79  Oficio No. 4496 del MTT del 13 de octubre de 2008, C-165, pág. 10. 
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¶ ñLas partes de un contrato administrativo deben cumplir sus obligaciones en la 

forma en que han sido pactadas, sin poder alterarlas posteriormente, a menos que 

el mismo contrato establezca mecanismos pertinentes para hacerloò80; 

¶ ñ[L]a autoridad administrativa está sujeta al principio de juridicidad de los 

artículos 6 y 7 de la Constitución de la República de Chile, y del artículo 2 de la ley 

18.575, por lo que debe actuar dentro de su competencia, sin que tenga más 

atribuciones que las que expresamente le haya conferido el ordenamiento 

jurídicoò81; y 

¶ ñLa jurisprudencia incluso ha hecho aplicable a los contratos administrativos lo 

dispuesto en el artículo 1545 del Código Civil Chileno, que dispone que todo 

contrato legalmente celebrado es ley para los contratantes, no siendo posible 

dejarlo sin efecto o no cumplirlo por un motivo no contemplado en ésteò82. 

77. Chile omite que el artículo 1545 del Código Civil chileno debe interpretarse armónicamente 

con su artículo siguiente, el 1546, sobre la obligación de ejecutar las obligaciones 

contractuales de buena fe (que mencionamos anteriormente). Chile omite, asimismo, la norma 

que dispone que la legislación vigente se entiende incorporada en los contratos (también 

mencionada anteriormente).  

78. En definitiva, es indiscutible que Chile tenía la obligación de mantener y restablecer el 

equilibrio económico-financiero de los Nuevos Contratos de Concesión en la forma descrita 

en la Demanda. Cualquier otra interpretación significaría reducir arbitrariamente la obligación 

del Estado, permitiéndole con ello no solo incumplir el contrato y la ley, sino además vulnerar 

el derecho constitucional a la igualdad de las cargas públicas y la prohibición del 

enriquecimiento injustificado del Estado a costa de los particulares que contratan con él. 

2.2.2.2 Chile, pese a que ahora lo niegue, garantizó que realizaría las inversiones en infraestructura 

vial necesarias para el buen funcionamiento del Transantiago 

79. Los Demandantes explicaron en la Demanda (sin que Chile lo discuta) que, para suscribir los 

Nuevos Contratos de Concesión, necesitaban garantías de que el Estado invertiría en 

                                                      
80  Contestación, párr. 704. 

81  Contestación, párr. 704. 

82  Contestación, párr. 705. 
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infraestructura vial para mejorar la eficiencia del Transantiago y poder operar con 

normalidad83.  

80. El Estado, mediante el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015, publicado el 30 de junio 

de 201184 (esto es, durante las negociaciones de los Nuevos Contratos de Concesión), se 

obligó a mejorar la infraestructura vial del Transantiago con tres programas principales:  

¶ Construcción, mejora y conservación de paraderos, zonas pagas y estaciones de 

transbordo85; 

¶ Mejora de la gestión del tránsito (incluido mediante la instalación de 700 puntos con 

cámaras de fiscalización y de las solo bus)86; y  

¶ Construcción y mejora de las vías destinadas a la circulación de los buses (incluida 

la construcción de 102 kilómetros de corredores de buses, calzadas mixtas con 

medidas de gestión y conexiones viales)87.    

81. Chile, utilizando como único sustento las opiniones de cuatro ingenieros (sus testigos, los 

Sres. Gómez-Lobo y Muñoz, y sus expertos, los Sres. Willumsen y Silva), afirma que ñlos 

planes marco de infraestructura [como el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015] no 

establecen obligaciones del Estado frente a los particulares o posibles inversionistas, sino 

que orientan el desarrollo e inversión públicaò88, y que, por tanto, ñel Plan Maestro no pudo 

de ninguna manera haber constituido la base de una expectativa legítima por parte de los 

Demandantesò89. 

82. Contrariamente a lo que afirma Chile, dada su naturaleza, contenido y el uso que hizo de él el 

propio Estado, el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 establece obligaciones, recoge 

compromisos de Chile y generó, en su momento, expectativas legítimas en los inversionistas. 

                                                      
83  Demanda, Sección 3.6.2. 

84  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135. 

85  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6 del PDF. 

86  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6 del PDF. 

87  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6 del PDF. 

88  Contestación, párr. 382. 

89  Contestación, párr. 515.  
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83. En primer lugar, el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 tiene la naturaleza jurídica de 

un acto administrativo y, como tal, es vinculante para el Estado, por lo que su contenido son 

obligaciones (y no, como pretende Chile, meras ñaspiracionesò90). 

84. En derecho chileno, de conformidad con el artículo 3 de la Ley 19.880 denominada ñLey 

Org§nica Constitucional de Bases Generales de la Administraci·n del Estadoò, los actos 

administrativos son ñlas decisiones formales que emitan los órganos de la Administración del 

Estado en las cuales se contienen declaraciones de voluntad, realizadas en el ejercicio de una 

potestad públicaò91. Estos actos gozan de ñpresunción de legalidadò e ñimperioò desde el 

momento en que han sido dictados por la autoridad competente92, lo que significa que obligan 

tanto a la Administración como a los administrados. 

85. El Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 fue emitido por el MTT en febrero de 2011 y, 

posteriormente, aprobado mediante la Resolución Exenta 1.963, que fue firmada por cinco 

Ministros93 y el intendente de la Región Metropolitana, y publicada en junio de 201194. El 

considerando segundo de la Resolución Exenta 1.963 establece que el Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015 responde a la necesidad de ñadoptar medidas tendientes a mejorar 

la accesibilidad, seguridad y mobiliario urbano asociado al transporteò95, y el considerando 

sexto indica que ñla Ley de Presupuestos del año en curso ha puesto a disposición de los 

organismos que suscriben esta resolución, fondos destinados al financiamiento de las 

actividades descritas en el [Plan Maestro de Infraestructura] para el año 2011ò96. No cabe 

duda, por tanto, de que la Resolución Exenta 1.963 (y, por extensión, el Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015 aprobado en ella) es un acto administrativo, pues es (i) una decisión 

formal (ii) emitida por un órgano de la Administración del Estado (iii) en el ejercicio de una 

potestad pública y (iv) que contiene declaraciones de voluntad. 

                                                      
90  Contestación, párr. 382. 

91  Ley No. 19.880 que "establece los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 

Administración del Estado", del 29 de mayo de 2003, actualizada por la Ley No. 21.000 del 23 de febrero de 2017, C-

637, art. 3. 

92  Ley No. 19.880 que "establece los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 

Administración del Estado", del 29 de mayo de 2003, actualizada por la Ley No. 21.000 del 23 de febrero de 2017, C-

637, art. 3. 

93  Los firmantes fueron los Ministros de (i) Transportes y Telecomunicaciones, (ii) Hacienda, (iii) Obras Públicas, (iv) 

Vivienda y Urbanismo, y (v) Planificación. 

94  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 46 (última página del documento). 

95  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, considerando 2º. 

96  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, considerando 6º. 
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86. En segundo lugar, el contenido del Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 demuestra que 

las medidas en él programadas son mucho más que simples ñaspiracionesò. El Plan contiene 

cronogramas que identifican con precisión (i) las medidas a realizar año a año, (ii) su costo y 

(iii) el organismo encargado de su financiación y ejecución. Por ejemplo, el siguiente cuadro 

recoge los compromisos adquiridos por Chile con relación a los paraderos97 (incluido el 

ñmejoramiento de estándarò de 7.000 paraderos por un costo estimado de  

CLP 25.400 millones (alrededor de USD 38,5 millones)): 

   

87. Por último, la difusión que dio Chile al Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 confirma 

su carácter obligatorio y la intención del Gobierno de utilizar el Plan como incentivo para 

atraer inversionistas a las nuevas concesiones licitadas en 2011. Por ejemplo, el ñDocumento 

de trabajoò remitido, el 18 de agosto de 2011, por el Sr. Patricio Pérez (MTT) a los operadores 

                                                      
97  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 14. 



 

 30  

durante las negociaciones de los nuevos contratos recog²a que ñ[e]l Plan Maestro de 

Infraestructura de Transporte P¼blico de Santiago [é] tiene como objetivo mejorar la 

experiencia de viaje de los usuarios de Transantiago y entregar las condiciones que permitan 

una operación más eficiente de los buses. Para esto el Plan contempla obras para elevar el 

estándar de los actuales paraderos y zonas pagas y mejorar su mantención; extender y sacar 

mayor provecho de la actual red de pistas sólo bus por medio de un sistema automático de 

cámaras de fiscalización; y la construcción de 100 kilómetros de corredores de buses y vías 

para tráfico mixtoò98. 

88. Tomando en consideración todo lo anterior, no es de extrañar que, como explica Carlos Rios, 

los compromisos adquiridos por el Estado en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 

ñfueron importantes para nosotros, pues los vimos como una garantía seria de que las 

Compañías podrían operar de manera eficiente bajo los Nuevos Contratos de Concesiónò99. 

89. El Estado continuó reforzando las expectativas legítimas de los Demandantes sobre el 

cumplimiento del Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 tras la firma de los Nuevos 

Contratos de Concesión. Por ejemplo, el MTT señaló, en su Resolución nº 128 del 23 de abril 

de 2012, que ñ[u]na de las directrices del Plan Maestro de Transporte Público de Santiago 

2011-2015, aprobado por resolución 1963, de 2011 citada en el visto, apunta a materializar 

en el periodo indicado, un programa de inversiones en infraestructura cuya ejecución aporte 

a la eficiencia y modernidad del sistema de transporte público de la ciudad de Santiago; lo 

que permitirá construir, mantener, modificar, ampliar, reparar, conservar y concesionar 

obras públicas menoresò100. Incluso, hoy día, la propia página web del DTPM recoge que 

ñ[e]l Plan Maestro de Infraestructura de Transporte Público (PMITP) incluye las obras a 

ejecutar en el corto, mediano y largo plazo, que buscan mejorar los indicadores 

operacionales del Sistema de Transporte Públicoò101.  

90. Chile, después de intentar demostrar, en vano, que no asumió compromiso alguno en dicho 

Plan, alega que, ñ[s]in perjuicio de lo anterior, y contrario a lo que alegan los Demandantes, 

Chile ha adoptado una serie de medidas para mejorar la infraestructura del Transantiago 

desde que se firmaron los Nuevos Contratos de Concesiónò102. Esta afirmación, como 

                                                      
98  Correo electrónico de Patricio Pérez, Asesor de MTT, a Operadores, 18 de agosto de 2011, R-296, pág. 61 del PDF. 

99  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 30. 

100  Resolución No. 128 del MTT del 23 de abril de 2012, C-638, pág. 4 del PDF  (el resaltado es nuestro). 

101  DTPM (página web), ñInfraestructuraò, disponible en: http://www.dtpm.gob.cl/index.php/infraestructura/plan-maestro-

infraestructura (último acceso el 12 de octubre de 2018), C-639. 

102  Contestación, párr. 386. 
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demostraremos en la Sección 2.3.1, tampoco es cierta, pues Chile no ha adoptado ninguna 

medida relevante para mejorar la infraestructura vial. 

2.2.2.3 Chile, pese a que ahora lo niegue, garantizó que respaldaría los esfuerzos de las Compañías 

en la lucha contra la evasión 

91. Para que las Compañías fueran rentables, los Demandantes necesitaban que el Estado se 

involucrara en la lucha contra la evasión. 

92. Los Demandantes explicaron en la Demanda que tanto el derecho chileno como los Nuevos 

Contratos de Concesión establecieron explícitamente el compromiso del Estado de luchar 

contra la evasión103. 

93. Chile omite toda referencia a sus obligaciones en la lucha contra la evasión establecidas en 

las leyes que ya estaban vigentes cuando tuvieron lugar las negociaciones de los Nuevos 

Contratos de Concesión, incluidas: 

¶ Ley de Tránsito, del 27 de diciembre de 2007, que obliga al Estado a vigilar el pago 

del pasaje por parte de los usuarios del Transantiago y denunciar ante el Juzgado de 

Policía Local competente a quienes incumplan esa obligación104; 

¶ Ley 18.287, del 18 de enero de 1984, que obliga a Chile a adoptar las medidas 

necesarias para que los usuarios que no cumplan con el pago del pasaje sean 

sancionados por el Juzgado de Policía Local105; y 

¶ Ley 20.484, del 8 de enero de 2011, que sanciona el no pago de la tarifa en el 

transporte público de pasajeros106. El entonces Presidente de Chile reconoció, al 

presentar esta Ley, que el MTT ñes el organismo encargado de supervigilar, 

fiscalizar y coordinar que los usuarios en la actividad del transporte público 

cumplan a cabalidad con sus funciones, atribuciones y obligaciones específicasò107, 

reafirmando el rol decisivo del Estado en la lucha contra la evasión. 

                                                      
103  Demanda, párrs. 232-240. 

104  Decreto con fuerza de Ley No. 1 del MTT del 17 de marzo de 2017, C-169, art. 4. 

105  Ley No. 18.287 de Ministerio de Justicia que ñEstablece el procedimiento ante los Juzgados de Polic²a Localò del 18 de 

enero de 1984, C-170, art. 3. 

106  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171. 

107  Historia de la Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la Tarifa en el Transporte P¼blico de pasajerosò, 

Diario Oficial del 8 de enero de 2011, C-172, pág. 5. 
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94. Pese a la elocuencia de estas normas, Chile pretende ahora eludir sus responsabilidades en la 

lucha contra la evasión alegando que ñlos contratos de concesión le imponían exclusivamente 

a los operadores ï y no al Estado ï la responsabilidad contractual de combatir la evasiónò108. 

Seg¼n Chile, dicha lucha ser²a una ñobligaci·nò para los operadores y una ñfacultadò para el 

Estado109. Esta distinción, sin embargo, no tiene el efecto que Chile pretende darle. 

95. Por un lado, los Demandantes nunca han negado que las Compañías tenían la obligación 

contractual de luchar contra la evasión; de hecho, tenían un claro incentivo económico para 

hacerlo y actuaron en consecuencia (como se explicará en la Sección 2.3.2).  

96. Por otro lado, los Demandantes tampoco han escondido que los Nuevos Contratos de 

Concesión preveían ï como explicaron en la Demanda ï que ñuna de las facultades 

particulares del MTTò es, de conformidad con la cl§usula 2.2.11, ñ[r]ealizar y gestionar, en 

el marco de sus atribuciones, las acciones que la buena práctica le indique para velar por la 

disminución de la evasiónò110. Chile, por cierto, no disputa que estas buenas prácticas 

consisten en (i) controlar el pago del pasaje mediante inspectores y con el respaldo de los 

poderes policiales, (ii) tipificar el no pago del pasaje como un delito, (iii) controlar el acceso 

a los buses por medio de zonas pagas seguras y cerradas, (iv) desarrollar una red amplia y 

bien ubicada de puntos de venta de pasajes y de validación de los mismos, y (v) repartir de 

manera clara los roles y las responsabilidades del Estado y los operadores111.  

97. Lo que los Demandantes expusieron en la Demanda ï y que Chile omite ï es que esa 

ñfacultadò del Estado de ñ[r]ealizar y gestionar [é] acciones [é] para velar por la 

disminución de la evasiónò debe leerse junto con (i) sus obligaciones bajo derecho chileno 

expuestas anteriormente y (ii) lo que los Nuevos Contratos de Concesión dicen y no dicen. En 

particular: 

¶ La cláusula 3.2.26 de los Nuevos Contratos de Concesión dispone que ñel 

Concesionario tendr§ las siguientes obligaciones: [é] Realizar y/o gestionar las 

acciones que la buena práctica le indique para velar por la disminución de la 

                                                      
108  Contestación, párr. 464. 

109  Contestación, párr. 389. 

110  Demanda, párr. 238; Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Nuevo Contrato de Concesión 

de Alsacia, Cláusula 2.2.11; Resolución No. 259 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-146, Nuevo Contrato de 

Concesión de Express, Cláusula 2.2.11 (el resaltado es nuestro). 

111  Segundo informe de BRT y Transconsult, Sección 6.1.2. 
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evasión, siempre respetando la normativa vigenteò112. De haber tenido naturaleza 

exclusiva esta obligación, la disposición lo especificaría pues, como señala Chile, 

ñ[l]a diferencia en el lenguaje, especialmente en el contexto contractual, no es 

menorò113. Sin embargo, ni ésta ni ninguna otra cláusula de los Nuevos Contratos de 

Concesión contienen referencia alguna a una supuesta responsabilidad exclusiva del 

concesionario en la lucha contra la evasión;   

¶ La cláusula 2.2.11 de los Nuevos Contratos de Concesión dispone, como ha sido 

indicado, que el MTT tendr§ la facultad de ñ[r]ealizar y gestionar, en el marco de 

sus atribuciones, las acciones que la buena práctica le indique para velar por la 

disminución de la evasiónò114. Si Chile no hubiese tenido ningún rol en la lucha 

contra la evasión, esta disposición no habría sido incluida en los Nuevos Contratos 

de Concesión; y 

¶ La cl§usula 5.1.5, que identifica los ñprincipios b§sicos del marco econ·mico de la 

concesi·nò, resalta la ñ[i]mportancia del control de la evasiónò y establece que, ñen 

razón del interés público comprometido, las partes convienen en la relevancia de 

desarrollar y aplicar estrategias conjuntas para el control de la evasiónò115.  

98. Además de en las Leyes y Contratos, el Estado también mencionó la necesidad de trabajar 

conjuntamente contra la evasión en sus comunicaciones con los operadores antes de la firma 

de los Nuevos Contratos de Concesión. Por ejemplo, en el documento de trabajo enviado a 

los operadores el 18 de agosto de 2011 (cuatro meses antes de que las Compañías firmaran 

los Nuevos Contratos de Concesión), el MTT indicó, entre otras cosas, (i) que ñ[e]l segundo 

instrumento para el tratamiento de la evasión es la construcción, con recursos fiscales, de 60 

nuevas zonas pagasò y (ii) que ñ[e]l tercer instrumento para el control de la evasión sería el 

                                                      
112  Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Nuevo Contrato de Concesión de Alsacia, Cláusula 

3.2.26; Resolución No. 259 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-146, Nuevo Contrato de Concesión de Express, 

Cláusula 3.2.26. 

113  Contestación, párr. 389. 

114  Demanda, párr. 238; Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Nuevo Contrato de Concesión 

de Alsacia, Cláusula 2.2.11; Resolución No. 259 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-146, Nuevo Contrato de 

Concesión de Express, Cláusula 2.2.11. 

115  Demanda, párr. 238; Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Nuevo Contrato de Concesión 

de Alsacia, Cláusula 5.1.5; Resolución No. 259 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-146, Nuevo Contrato de 

Concesión de Express, Cláusula 5.1.5. 
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trabajo complementario entre las empresas operadoras y el Programa de Fiscalización del 

Ministerio de Transportes y Telecomunicacionesò116.  

99. Pese a que Chile intente en este arbitraje descargar en los operadores toda la responsabilidad 

en la lucha contra la evasión, las disposiciones y compromisos citados generaron en los 

Demandantes la legítima expectativa de que el Estado implementaría medidas para luchar 

eficazmente contra la evasión y así incrementar (o, como mínimo, mantener) la demanda de 

pasajeros que pagan la tarifa. El Estado, conocedor de que su argumento no se sostiene, alega 

subsidiariamente que el Estado habría realizado esfuerzos para luchar contra la evasión117 (lo 

que no deja de ser contradictorio con su alegación de que correspondía exclusivamente a los 

operadores luchar contra la evasión). En la Sección 2.3.2, los Demandantes demostrarán que 

las (tibias) medidas de Chile contra la evasión no se ajustaron a los compromisos adquiridos 

por el Estado y fueron, en cualquier caso, insuficientes. 

2.2.2.4 No está en disputa que Chile garantizó que protegería a las Compañías frente al vandalismo 

100. En la Demanda, los Demandantes explicaron que confiaron, para suscribir los Nuevos 

Contratos de Concesión, en que Chile tomaría las medidas requeridas por su derecho interno 

para proteger a las Compañías de actos vandálicos118. Chile no rebate la existencia de estas 

obligaciones, pero alega haber tomado medidas contra el vandalismo. En la Sección 2.3.5, los 

Demandantes demostrarán que Chile no protegió a las Compañías (y sus empleados) frente al 

vandalismo como requerían las circunstancias (y el derecho chileno e internacional). 

2.3 Chile impidió el buen funcionamiento de los Nuevos Contratos de Concesión, llevando 

las Compañías a una grave crisis económica y financiera 

101. En su Contestación, Chile alega que sus acciones y omisiones no causaron la grave crisis 

económica y financiera en la que se encuentran sumidas las Compañías, la cual se debería, 

según Chile, a la mala gestión de las Compañías119. Esta alegación, sin embargo, no se 

sostiene.  

102. Por un lado, el propio Estado reconoce haber cometido varias de las acciones y omisiones que 

perjudicaron la situación económico-financiera de las Compañías. En particular, Chile no 

niega que las mejoras prometidas en la infraestructura vial no fueron realizadas (Sección 

2.3.1), que expropió cinco servicios de las Compañías (Sección 2.3.4), que las expuso a actos 

                                                      
116  Correo electrónico de Patricio Pérez, Asesor de MTT, a Operadores, 18 de agosto de 2011, R-296, pág. 23 del PDF (el 

resaltado es nuestro). 

117  Contestación, párrs. 390-396. 

118  Demanda, Sección 3.6.4. 

119  Contestación, Sección II(H).  
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de vandalismo (Sección 2.3.5) y que contribuyó a una caída constante de la demanda, que 

impidió el buen funcionamiento de los mecanismos de ajuste económico contenidos en los 

Nuevos Contratos de Concesión (Sección 2.3.8).  

103. Por otro lado, la Contestación confirma que Chile no ayudó a combatir la evasión con medidas 

adecuadas (Sección 2.3.2), rechazó las solicitudes de aumento y revisión de flota de las 

Compañías de manera injustificada (Sección 2.3.3), influyó indebidamente sobre los 

resultados de los indicadores de cumplimiento, lo que le sirvió para aplicar descuentos 

significativos a los ingresos de las Compañías (Sección 2.3.6), y no llevó a cabo justa y 

diligentemente los procesos de revisión programada y excepcional (Sección 2.3.7). 

2.3.1 Chile reconoce que no realizó las mejoras prometidas en la infraestructura vial  

104. Es un hecho innegable que la infraestructura prometida del Transantiago es inexistente o se 

encuentra en malas condiciones, ya sea por falta de construcción de las obras prometidas, o 

por falta de mantenimiento y fiscalización de la infraestructura existente.  

105. Enfrentado a este hecho, en su Contestación, Chile intenta alegar que la poca infraestructura 

del Transantiago que sí se llegó a desarrollar habría beneficiado más a las Compañías que a 

los otros concesionarios120.   

106. Con esta (falsa) excusa, sin embargo, el Estado reconoce que no desarrolló la infraestructura 

prometida (Sección 2.3.1.1). Por lo demás, Chile no puede negar el hecho de que el estado de 

la infraestructura vial del Transantiago afectó negativamente las operaciones de las 

Compañías y las principales variables de su negocio (Sección 2.3.1.2).  

2.3.1.1 Chile reconoce que no desarrolló la infraestructura prometida  

107. No está en disputa que, en los primeros años del Transantiago, la ciudad no contaba con la 

infraestructura requerida para el funcionamiento adecuado del nuevo sistema121. Chile 

reconoce abiertamente que ñla infraestructura resultó ser insuficiente y [que] esa 

circunstancia, aunada al insuficiente número de buses en circulación, afectó adversamente 

las velocidades de operación e impidió al sistema operar correctamenteò122.  

108. Por ello, las autoridades chilenas diseñaron el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 cuyo 

objetivo era ñgenerar una infraestructura que permita una operación eficiente del sistema de 

                                                      
120  Contestación, Sección II(H)(iv). 

121  Demanda, párr. 110. 

122  Contestación, párr. 245.  
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transporte público de superficieò123. En la Demanda quedó demostrado que el desarrollo de 

la infraestructura contemplada en dicho Plan no alcanzó los niveles prometidos, ya sea 

respecto de su construcción, fiscalización o mantenimiento124 .  

109. En un intento frustrado de rebatir los contundentes argumentos de los Demandantes al 

respecto, Chile dedica varias páginas de su Contestación y testimonios a alegar que el Plan 

Maestro 2011-2015 no contendría obligaciones asumidas por el Estado125, sino meras 

ñaspiracionesò126. Esta alegación no sólo carece de fundamento, como se ha explicado 

anteriormente127, sino que también revela que el Estado no puede aportar pruebas de las 

mejoras realizadas a la infraestructura del Transantiago (porque, simplemente, no se puede 

probar lo que no existe).  

110. Chile, sin embargo, se empeña en afirmar cual mantra que, ñcontrario a lo que alegan los 

Demandantes, [é] ha adoptado una serie de medidas para mejorar la infraestructura del 

Transantiago desde que se firmaron los Nuevos Contratos de Concesiónò128. Esta alegación 

no se sostiene por, al menos, cinco motivos:  

111. En primer lugar, Chile no demuestra que construyó la infraestructura vial prometida. De 

haberlo hecho, sin duda tendría prueba de ello.  

112. Como explicamos en la Demanda129, mediante el tercer programa del Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015, Chile prometió construir infraestructura vial de apoyo a la 

circulación de los buses, esto es, 102 kilómetros de corredores de buses, calzadas mixtas con 

medidas de gestión y corredores con perfil a definir, adicionales a los que ya existían en el 

año 2010, así como conexiones viales130.  

113. El tercer programa del Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 distinguía tres grupos de 

proyectos con base en el tipo de infraestructura contemplado. El primer grupo abarcaba 67 km 

                                                      
123  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 9. 

124  Demanda, Sección 3.7.1.1.  

125  Contestación, párrs. 381 y ss. 

126  Contestación, párr. 515. 

127  Ver Sección 2.2.2.2 supra.  

128  Contestación, párr. 386. 

129  Demanda, Sección 3.6.2. 

130  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6. 
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de corredores de buses, el segundo 16 km de consolidación de calzadas mixtas con medida de 

gestión y el tercer grupo 19 km de corredores con perfil a definir tras ciertos estudios131.  

114. Los ejes que componían el primer grupo de proyectos (corredores de buses) del tercer 

programa del Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 eran los siguientes132:  

¶ Santa Rosa Intermedio (entre Lo Ovalle y Américo Vespucio) 

¶ Anillo Intermedio (compuesto por los tramos ubicados en Las Rejas Norte, Dorsal 

y Departamental) 

¶ Sta. Rosa Sur extensión (entre Eyzaguirre y la Autopista Acceso Sur) 

¶ Rinconada de Maipú ï 5 de abril (entre las Naciones y Primera Transversal) 

¶ Vicuña Mackenna Norte (entre Av. Matta y Vicente Valdés) 

¶ Gran Avenida Sur (entre A. Vespucio y Balcameda) 

¶ Recoleta Sur (entre A. Vespucio y Santa María) 

¶ Independencia (entre A. Vespucio y Santa María) 

¶ San Pablo (entre A. Vespucio y Antonio Ebner) 

115. Los ejes que componían el segundo grupo de proyectos (consolidación de calzadas mixtas) 

eran los siguientes133:  

¶ Av. Matta en Quilicura (entre San Enrique y Jaime Guzmán) 

¶ Lo Ovalle (entre Av. Cerillos y Santa Rosa) 

¶ Nueva San Martín (entre El Olimpo y Pajaritos) 

¶ Lo Espejo (entre Camino a Melipilla y Ruta 5) 

116. Finalmente, el tercer grupo de proyectos (corredores con perfil a definir en estudio) estaba 

compuesto por los siguientes ejes134: 

¶ Alameda (entre Pajaritos y Vicuña Mackenna) 

¶ Providencia (entre Vicuña Mackenna y Tobalaba) 

¶ Lo Marcoleta (entre lo Echevers y Ruta 5 norte) 

                                                      
131  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 24. 

132  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 24. 

133  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 24. 

134  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 24. 
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117. En su Contestación, Chile presenta, de manera vaga, algunos datos sobre las medidas que 

supuestamente adoptó para mejorar la infraestructura del Transantiago. En particular, da los 

siguientes ejemplos respecto de la infraestructura vial: 

a) Corredor Vicuña Mackenna, desde Vicente Valdés hasta Av. Matta (8,8 km). 

Dicho corredor se encuentra habilitado a tránsito desde el 2017. 

b) Extensión Santa Rosa Sur, desde Av. Eyzaguirre hasta Autopista Central (8,6 km) 

entregada en el año 2015. 

c) Corredor Dorsal, desde José María Caro hasta El Salto y Par Vial El Salto / Las 

Torres (2,4 km). El tramo 2A, entre José María Caro y Recoleta, se encuentra 

ejecutado, y el tramo 2B restante se encuentra en ejecución. 

d) Corredor Rinconada de Maipú (2,9 km), tramo comprendido entre Las Naciones 

y Primera Transversal. 

e) Corredor Independencia (4,1 km) el cual se encuentra en ejecución. 

f) Corredor Matta Quilicura (2,4 km) el cual se encuentra en ejecución. 

g) Aumentaron en un 30% de nuevas pistas Solo Bus en el período entre los años 

2014 y 2017.135 

118. Para respaldar estos ejemplos, Chile hace referencia al informe ñTransantiago 2014-2017 ï 

Un recorrido al mejoramiento del sistemaò publicado por el MTT y el DTPM en marzo de 

2018136 (esto es, después de la Demanda). Dicho informe, efectivamente, lista las obras 

mencionadas por Chile, como se puede observar a continuación137: 

                                                      
135  Contestación, párr. 386 (el resaltado es nuestro).  

136  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

137  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 
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119. Sin embargo, el informe explica que estas obras son el resultado ñ[d]el compromiso [que se 

tomó en 2014]  de sumar 40 kms de vías que contribuyeran a la agilización de la movilidad 

del Transporte Públicoò138.  

120. En efecto, el Plan de Mejoramiento del Transantiago 2014-2018, anunciado en mayo del 2014 

por la Presidenta Bachelet (el ñPlan de Mejoramiento del Transantiago 2014-2018ò) 

contemplaba ñun plan de priorización del Transporte Publico a través de corredores de alto 

estándar, lo que permitirá mejorar los tiempos de viaje y las condiciones urbanas de distintos 

sectoresò139. Tambi®n mencionaba que, ñ[e]ntre los proyectos que ejecutaremos, queremos 

sumar cerca de 40 nuevos kilómetros de corredor en estos cuatro años.ò140 Estos proyectos 

estaban previstos en los siguientes ejes: ñel corredor Vicuña-Mackenna licitando el tramo 

Matta-Rodrigo Araya e iniciando obras entre Vicente Valdés ï Mirador Azul[;] [é] ejes 

Dorsal, Rinconada de Maipú, Matta (Quilicura) y Santa Rosa (Intermedio y Sur 

Extensión)ò141.  

                                                      
138  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

139  Presentaci·n del DTPM, ñMedidas de Mejoramiento Transantiagoò, 2014-2018, C-182, pág. 9. 

140  Presentaci·n del DTPM, ñMedidas de Mejoramiento Transantiagoò, 2014-2018, C-182, pág. 9 (el resaltado es nuestro). 

141  Presentaci·n del DTPM, ñMedidas de Mejoramiento Transantiagoò, 2014-2018, C-182, pág. 9. 



 

 40  

121. Si se observa con detenimiento el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015, el Plan de 

Mejoramiento del Transantiago 2014-2018 y la Contestación, en los tres documentos siempre 

se hace referencia a los mismos ejes, es decir:  

¶ Anillo intermedio (tramo ubicado en Dorsal) 

¶ Sta. Rosa Sur extensión (entre Eyzaguirre y la Autopista Acceso Sur) 

¶ Rinconada de Maipú ï 5 de abril (entre las Naciones y Primera Transversal) 

¶ Vicuña Mackenna Norte (entre Av. Matta y Vicente Valdés) 

¶ Independencia (entre A. Vespucio y Santa María) 

¶ Av. Matta en Quilicura (entre San Enrique y Jaime Guzmán) 

122. De lo anterior, se desprenden tres conclusiones:  

¶ Entre 2011 y 2014, Chile no construyó casi ninguna infraestructura vial priorizada142 

(como lo confirman, por lo demás, los testigos de Chile143); 

¶ En el 2014, Chile no dudó en presentar como nuevos ñcompromisosò unas promesas 

que, en realidad, había asumido desde el 2011144; y 

¶ Muchas de las obras contempladas en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 

siguen pendientes de ejecución al día de hoy o se completaron muy recientemente. 

Este es, en particular, el caso de las obras en la Av. Matta en Quilicura que siguen 

ñen ejecuciónò145, del corredor Independencia, que tambi®n sigue ñen ejecuciónò146, 

del corredor Rinconada de Maipú-5 de abril, cuyo segundo tramo ñ[s]igue en 

ejecuciónò147, del corredor Dorsal, que tambi®n sigue en parte ñen ejecuciónò148, y 

del corredor Vicuña Mackenna, que se habilitó a tránsito ña fines de 2017ò149.  

                                                      
142  Informe de Gestión 2014, DTPM, agosto de 2015, R-15, pág. 86. 

143  Declaración Testimonial de Guillermo Muñoz Senda del 8 junio 2018, párr. 36; Declaración Testimonial de Patricio 

Pérez Gómez del 7 junio 2018, párr. 80. 

144  Presentaci·n del DTPM, ñMedidas de Mejoramiento Transantiagoò, 2014-2018, C-182, p§g. 9: ñ[e]ntre los proyectos 

que ejecutaremos, queremos sumar cerca de 40 nuevos kilómetros de corredor en estos cuatro añosò (el resaltado es 

nuestro). 

145  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

146  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

147  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

148  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

149  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 
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123. Así, los 29.2 kilómetros acumulados a los que se refiere Chile en su Contestación no sólo 

están muy lejos de alcanzar los 102 kilómetros prometidos desde el 2011 sino que, además, 

muchos de ellos han sido construidos en los últimos años y, hasta la fecha, no están totalmente 

terminados. 

124. De la misma manera, el aumento de un 30% de las pistas sólo bus al que se refiere Chile en 

su Contestación se concretizó durante el periodo 2014-2017 y, sobre todo, en los últimos 

años150.  

125. Los ¼ltimos datos publicados por el MTT en su ñBalance de Gesti·n Integralò151 y por el 

DTPM en su ñInforme de Gesti·n 2017ò152 de marzo de 2018 corroboran que Chile no 

construyó la infraestructura vial prometida en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015. 

Ambos documentos demuestran con claridad que la evolución de la infraestructura vial del 

Transantiago entre 2012 y 2015 no alcanzó los compromisos asumidos por Chile.  

126. En particular, la gr§fica ñEvoluci·n de la infraestructura vial priorizada 2012-2017ò del 

ñInforme de Gesti·n 2017ò del DTPM, que se reproduce a continuación, demuestra lo poco 

que evolucionó dicha infraestructura entre 2012 y 2015153: 

                                                      
150  Memoria Transantiago 2014-2017, DTPM, marzo de 2018, R-16, pág. 33. 

151  Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, pág. 39.  

152  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13. 

153  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, Gráfico 20, pág. 93. 
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127. Entre 2012 y 2017, los corredores segregados aumentaron unos 19.3 kilómetros, con tan sólo 

8.4 kilómetros construidos entre 2012 y 2015. Asimismo, las vías exclusivas quedaron 

estancadas en los mismos 31 kilómetros que había alcanzado desde el 2008. Finalmente, en 

lo que concierne a las pistas sólo bus, si bien parecen haber aumentado a partir del 2015, este 

aumento se debe a un cambio en la forma de medición154, por lo que, en realidad, el número 

de kilómetros de dichas pistas casi no evolucionó entre 2012 y 2015155. Además, estas últimas 

medidas fueron meramente cosméticas y no tuvieron ningún tipo de impacto por falta de 

fiscalización. Como explican los Expertos en Transporte, ñChile did not enforce the bus-

priority and bus-only streets used by the Companiesò156.  

128. Obligado a reconocer que no realizó las mejoras prometidas en 2011 en la infraestructura vial, 

el Estado intenta excusar su incumplimiento haciendo referencia a sus ñrecursos limitadosò157, 

a las ñdificultades que enfrenta el Estado a la hora de implementar obras de 

                                                      
154  Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, p§g. 39 (ñSe cambia la forma de medición a partir del 2015, ya que desde 

[ese] año se considera la cantidad total de Km marcados, anteriormente se consideraba en un solo sentidoò). Ver 

también Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 92. 

155  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, Gráfico 20, pág. 93. 

156  Segundo informe de BRT y Transconsult, Sección 3.5.3.1. 

157  Contestación, párrs. 516 y 530.  
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infraestructuraò158 o alegando que ñlos proyectos que sí se implementaron beneficiaron 

principalmente a Alsacia y Expressò159.  

129. Las excusas de Chile no sólo son irrelevantes sino que, además, son incorrectas: no es cierto 

que las Compañías se beneficiaran más que otros concesionarios de la poca infraestructura 

que ñsí se implement[ó]ò160. 

130. Para sostener dicha alegación, Chile da sólo un ejemplo de la infraestructura que habría 

beneficiado a las Compa¶²as m§s que a los otros concesionarios, el de los ñkilómetros que se 

han construido con prioridad de circulaciónò161.  

131. Con base en el informe de experto de Willumsen y Silva, el Estado afirma que, ñ[d]e los 300 

kilómetros que se han construido con prioridad de circulación para los buses, el 23% de ellos 

han sido en rutas comerciales de Alsacia y el 31% en rutas comerciales de Expressò162, y 

concluye que las Compa¶²as ñconta[ban] con un número mayor de vías de circulación 

preferencial para sus buses que el resto de los Operadores [é]ò163. Retomando este ejemplo, 

el Sr. Mu¶oz Senda afirma, asimismo, que ñAlsacia y Express tienen derecho al uso de más 

del 50% de la totalidad de kilómetros correspondientes a vías de la ciudad donde los buses 

del Transantiago tienen prioridad para el usoò y que, ñ[e]n contraposición, todos los 

operadores que tienen un derecho de uso de menos de 15% de los kilómetros mencionados 

son de capital chileno.ò164 

132. Sin embargo, el informe de Willumsen y Silva no sostiene lo que el Estado y su testigo 

afirman. Los expertos en transporte de Chile explican que ñ[t]he 300 kilometres of the city in 

which buses have priority are used by all operators in different proportionsò165 y que, ñ[i] n 

the year 2017, 23% of the kilometres in the Operations Program of Alsacia (U1) used priority 

for buses and Express (U4), 31%ò166. Esto es, Willumsen y Silva admiten que todos los 

concesionarios tienen acceso a los ejes con prioridad de circulación y que, en el 2017, las 

Compañías usaron estos ejes en un 23% y 31% de sus rutas. No presentan un cálculo similar, 

                                                      
158  Contestación, párr. 516.  

159  Contestación, párrs. 516 y ss. (el resaltado es nuestro).  

160  Contestación, párrs. 516 y ss. (el resaltado es nuestro).  

161  Contestación, párr. 517. 

162  Contestación, párr. 517. 

163  Contestación, párr. 517. 

164  Declaración Testimonial de Guillermo Muñoz Senda del 8 junio 2018, párr. 43. 

165  Informe Pericial Willumsen y silva del 13 de junio de 2018, párr. 287.  

166  Informe Pericial Willumsen y silva del 13 de junio de 2018, párr. 287. 
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sin embargo, para los demás concesionarios. Los expertos de Chile no dicen que las 

Compañías tienen un ñnúmero mayorò167 de ejes viales con prioridad de circulación a su 

disposici·n o que ñAlsacia y Express tienen derecho al uso de más del 50% de la totalidad de 

kilómetros correspondientes a vías de la ciudad donde los buses del Transantiago tienen 

prioridad para el usoò168, como alegan Chile y su testigo, sin ningún sustento.  

133. En tercer lugar, Chile no demuestra que construyó la infraestructura complementaria 

necesaria.  

134. Como explicamos en la Demanda169, mediante el primer programa del Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015, Chile se comprometió a: (i) mantener los 7.000 paraderos y zonas 

pagas existentes; (ii) construir 350 nuevos paraderos adicionales; y (iii) mejorar 35 estaciones 

de transbordo existentes y construir 10 nuevas estaciones de transbordo.170   

135. En su Contestación, Chile no prueba que estos compromisos se hayan materializado.  

136. Primero, respecto de las zonas pagas, Chile alega, tambi®n de manera vaga, que ñel Estado 

fomentó la creación de zonas pagas mediante el Protocolo y el Plan Integralò171.  

137. Sin embargo, Chile no da ninguna indicación precisa al respecto y tampoco aporta prueba 

alguna del número de zonas pagas cuya creación supuestamente fomentó a raíz de los 

compromisos asumidos en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015. Esto no es 

sorprendente por dos motivos: 

138. Uno, el ñProtocolo y el Plan Integralò en los que Chile se basa para afirmar que foment· la 

creación de zonas pagas son iniciativas que el Estado desarrolló a partir del 2017172. Por ende, 

resultan irrelevantes para probar que Chile cumplió con los compromisos asumidos en el Plan 

Maestro de Infraestructura 2011-2015.   

                                                      
167  Contestación, párr. 517. 

168  Declaración Testimonial de Guillermo Muñoz Senda del 8 junio 2018, párr. 43. 

169  Demanda, párr. 259. 

170  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6. 

171  Contestación, párr. 519. 

172  Plan de Trabajo Integral Contra la Evasión 2017, DTPM, 12 de abril de 2017, R-316; MTT, Protocolo de acciones 

relativas a la evasión para el sistema de transporte público de Santiago, abril de 2017, R-262. 



 

 45  

139. Dos, los propios datos del MTT, publicados en su ñBalance de Gesti·n Integral A¶o 2017ò, 

demuestran que el número de zonas pagas no evolucionó en lo más mínimo entre 2012 y 2015 

(con 129 zonas pagas), como se ilustra a continuación173: 

 

140. Segundo, respecto de las paradas, si bien su número aumentó entre 2012 y 2017 como alega 

Chile174, esta red de paradas no cumple con los estándares de un sistema BRT: sólo 239 de las 

11.261 paradas del Transantiago cuentan con zonas pagas y solamente dos de ellas con 

estaciones de pago extra vehicular175.  

141. Tercero, convenientemente, Chile no dice nada sobre las estaciones de transbordo, cuyo 

número no varió en lo más mínimo desde el 2011, quedándose estancado en tan solo 35 

estaciones176.   

142. Obligado también a reconocer que no realizó las mejoras prometidas en la infraestructura vial 

complementaria, el Estado intenta ahora nuevamente buscar excusas, alegando que ñel 

Transantiago no pretende ser un BRT y no fue diseñado como tal, y por ende no debería 

sorprender que su infraestructura no cumpla con los criterios de un BRTò177.  

                                                      
173  Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, Tabla No. 6, pág. 39. 

174  Contestación, párr. 520. 

175  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 92. 

176  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 92. 

177  Contestación, para. 518.  
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143. Una vez más, las excusas de Chile son incorrectas. Como explican los Expertos en Transporte, 

ñwhen Transantiago was designed (2004) [é] Transantiago most certainly qualifi[ed] as a 

BRT systemò178. Por ende, la infraestructura complementaria del Transantiago, en particular 

sus paradas y zonas pagas, debía acercarse a los estándares BRT.  

144. En cuarto lugar, Chile no establece que tomó las medidas necesarias para la fiscalización de 

las vías exclusivas y de las pistas sólo bus.  

145. Como explicamos en la Demanda179, mediante el segundo programa del Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015, Chile se comprometió a instalar 700 puntos con cámaras de 

fiscalización180.   

146. En su Contestación, Chile reconoce abiertamente que este compromiso no se cumplió, pues 

explica que ñ[e]l número de cámaras aumentó nuevamente (en forma significativa) en el 

2017, y a finales de ese año Santiago ya disponía de un total de 405 cámaras 

fiscalizadorasò181. Esto deja claro que buena parte de las cámaras del Transantiago fueron 

instaladas en los últimos meses y que, además, el número de cámaras instaladas nunca llegó 

al número al que Chile se había comprometido en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-

2015182.  

147. El Estado intenta, una vez más, buscar excusas alegando que la ñinversi·n [é] en c§maras 

de fiscalización no sólo ha beneficiado al sistema en general, sino que benefició en forma 

significativa a Alsacia y Express en particularò183. 

148. El argumento de Chile es un non sequitur: que su incumplimiento haya podido ser más grave 

no exime al Estado de su responsabilidad por el incumplimiento (que ha sido admitido por 

Chile). En cualquier caso, su explicación es incorrecta. Como explican los Expertos en 

Transporte, ñ[t]his expansion of the enforcement cameras took place on the Companies routes 

primarily in 2017, after this arbitration had started, after our field evaluation was completed 

                                                      
178  Segundo informe de BRT y Transconsult, párrs. 31-32. 

179  Demanda, párr. 264. 

180  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6. 

181  Contestación, párr. 521 (el resaltado es nuestro). 

182  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 92. 

183  Contestación, párr. 522.  
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and very late in the life of the 2011 Concession Contract[s], when new concession contracts 

were about to be tendered.ò184  

149. Por último, Chile no demuestra que tomó las medidas necesarias para el mantenimiento de la 

infraestructura vial.  

150. Como explicamos en la Demanda185, mediante el segundo programa del Plan Maestro de 

Infraestructura 2011-2015, Chile se comprometió a adoptar medidas de conservación de 

pavimentos en las vías exclusivas y en las pistas sólo bus186.  

151. En su Contestación, Chile solamente alega al respecto que las Compañías ñhan tenido la 

oportunidad de lucirse con sus usuarios óestrenandoô nuevos pavimentos en sus rutas 

comerciales ï beneficio que otros Operadores han tenido solo en menor medidaò187. Esta 

alegación, además de no estar respaldada por ningún soporte documental, no prueba de 

ninguna forma que Chile haya tomado las medidas de conservación de pavimentos a las que 

se comprometió en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015.   

152. Resulta de lo anterior que Chile no cumplió con los compromisos asumidos en el Plan Maestro 

de Infraestructura 2011-2015 y no realizó las mejoras prometidas en la infraestructura durante 

el periodo contemplado. Que Chile haya, supuestamente, seguido invirtiendo en mejoras de 

la infraestructura del Transantiago ñ[aun] cuando el Estado tuvo que priorizar sus fondos 

para la reconstrucción de la nación por los grandes daños ocasionados por el histórico 

terremoto del 2010ò188 no tiene ninguna relevancia, salvo que prueba la existencia de su 

obligación y su incumplimiento. Lo relevante para este Tribunal es que, en dicho Plan ï que, 

por lo demás, fue aprobado un año y medio después del terremoto189 ï, Chile garantizó que 

invertiría en la infraestructura requerida para el buen funcionamiento del Transantiago de 

conformidad con unos cronogramas de inversiones precisos y no lo hizo, como lo ilustra la 

tabla a continuación190:  

                                                      
184  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 13. 

185  Demanda, párr. 266. 

186  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135, pág. 6. 

187  Contestación, párr. 526.  

188  Contestación, párr. 529. 

189  Resolución Exenta No. 1963 del MTT del 30 junio 2011, C-135. 

190  Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, Tabla No. 6, pág. 39. 
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153. En efecto, de esta tabla publicada en el ñBalance de Gesti·n Integral A¶o 2017ò del MTT se 

desprende que, entre 2012 y 2017: 

¶ El número de kilómetros de corredores solo aumentó de 18.9 kilómetros;  

¶ El número de kilómetros de vías exclusivas se quedó estancado en 31 kilómetros; 

¶ El número de kilómetros de pistas sólo bus aumentó de 83.7 kilómetros pero gracias 

a un cambio en la forma de medición a partir del 2015; 

¶ El número de zonas pagas solo aumentó en 110 zonas pagas (únicamente en los años 

2016 y 2017); y 

¶ El número de paradas solo aumentó en 321 paradas hasta llegar a un total de 11.261 

(esto es, un aumento de apenas el 2,8%). 

154. El propio Estado, en un documento de proyecto elaborado conjuntamente por Chile y el 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (el ñPNUDò) en el marco del proyecto 

ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte Publico de Santiago de 

Chileò (el ñDocumento de Proyectoò), reconoci· en el 2015 que ñ[d]esde los inicios del 

Sistema ha existido una deuda en materia de infraestructura especializada para su correcto 

desempeñoò191. Todos los balances de gestión del MTT, así como los informes de gestión del 

                                                      
191  Proyecto ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte P¼blico de Santiago de Chileò elaborado por 

el PNUD y Chile, del 26 de noviembre de 2015, C-641, pág. 9 (el resaltado es nuestro). 
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DTPM, publicados entre 2012 y 2018 confirman que esta situación perdura hasta la fecha192. 

Así, el déficit de infraestructura necesaria para el correcto funcionamiento del Transantiago 

sigue existiendo. 

2.3.1.2 Chile no puede negar el hecho de que el estado de la infraestructura vial del Transantiago 

afectó negativamente las operaciones de las Compañías y las principales variables de su 

modelo de negocio 

155. En la Demanda, demostramos que el estado deficiente de la infraestructura vial del 

Transantiago tuvo múltiples consecuencias nefastas en la operación de las Compañías que, a 

su vez, repercutieron negativamente sobre las principales variables de su modelo de negocio 

(ingresos y costos)193.  

156. En su Contestación, Chile intenta infructuosamente argumentar que estas consecuencias 

nefastas no tendrían por origen el mal estado de la infraestructura vial del Transantiago, sino 

que serían el resultado de las acciones de las propias Compañías, y afirma que, en todo caso, 

no fueron tan graves como alegan los Demandantes194. La posición de Chile no es de buena 

fe por, al menos, tres motivos:  

157. En primer lugar, Chile no puede pretender que el estado de la infraestructura no resultó en un 

mayor desgaste de los buses de las Compañías y en mayores costos de operación. Más 

específicamente:  

158. Primero, no es cierto que el desgaste de los buses de las Compañías se deba a una mala gestión 

de su mantenimiento.  

159. Como demostraremos más adelante195, contrariamente a lo que alega Chile, las Compañías no 

adoptaron una política de compra de buses viejos y, en las circunstancias operativas en las 

que se encontraban, la gestión de su flota no fue deficiente.  

160. Segundo, Chile reconoce que ñla infraestructura existenteò del Transantiago no es adecuada 

para los buses de las Compañías, pues alega que ñlos Demandantes luego de un par de años 

                                                      
192  Balance de gestión 2012 del MTT, C-642, pág.30; Informe de Gestión 2012 del DTPM, del 1 de enero de 2013, C-

142, pág. 42; Balance de gestión 2013 del MTT, C-643, pág. 25; Informe de Gestión 2013, DTPM, febrero de 2014, R-8, 

pág. 37; Balance de gestión 2014 del MTT, C-644, pág. 37; Informe de Gestión 2014 de DTPM, WS-51, pág.44; Balance de 

gestión 2015 del MTT, C-645, pág. 29; Informe de Gestión del Transantiago 2015-2016 del 1 de mayo de 2017, C-176, 

págs. 86-87; Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, pág. 39; Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, 

pág. 92. 
193  Demanda, párrs. 268 y ss. Ver también Carta de los Demandantes al MTT del 4 de febrero de 2016, C-47, págs. 10-11. 

194  Contestación, párrs. 527-528. 

195  Ver Sección 2.3.3.4 infra. 
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de operación debiesen haber comprado buses que se adaptaran mejor a la infraestructura 

existenteò196.  

161. Esta alegación es absurda. Las Compañías no deciden qué tipo de buses comprar: las 

características de la flota con la que deben operar fueron definidas en los Contratos Iniciales 

de Concesión197, los Nuevos Contratos de Concesión198 y en los Decretos Nos. 212 y 130 del 

MTT199. Como explica Edgar Mac Allister: 

Si hubiéramos tenido la opción de decidir qué tipo de buses comprar, por ejemplo, 

nunca habríamos comprado buses con puertas en ambos lados ï los compramos 

por la promesa del Estado de construir un verdadero corredor BRT en el eje 

Alameda (el cual requería tener acceso por el lado izquierdo). Esos buses son más 

caros y nunca llegamos a usar la puerta del lado izquierdo, que tuvimos que 

bloquear porque el Estado nunca construyó el corredor. Tampoco hubiéramos 

pagado el precio elevado que requirió la compra de buses de piso bajo y con 

inclinación neumática (que facilitan la accesibilidad de los viajeros en las paradas 

y cumplen con la normatividad establecida por el Transantiago), puesto que varias 

zonas de nuestras rutas no estaban pavimentadas, muchas calles estaban llenas de 

hoyos y/o lomos de toros (que es como llamamos a los obstáculos que se ponen para 

ralentizar los vehículos) y, además, se inundaban en invierno. Por su configuración 

física, los buses de piso bajo sufren más que los de piso alto por estas deficiencias 

de las vías. Si los compramos, fue por exigencia de la normativa.200 

162. En todo caso, no existen buses que se puedan adaptar a una infraestructura deficiente como la 

del Transantiago (que impide operar con las velocidades que eran esperables) y que puedan 

operar de manera casi constante al ralentí y con frecuentes parones sin desgastarse. A este 

respecto, Edgar Mac Allister explica que ñlos buses que Chile nos hizo comprar no eran, y 

siguen sin ser, adecuados para la infraestructura del Transantiago, puesto que dicha 

infraestructura nunca evolucionó hacia la infraestructura prometida de un verdadero sistema 

BRT, con un amplio número de corredores de bus.ò201 

163. Tercero, Chile reconoce que el estado de la infraestructura incrementa los costos de operación 

de los concesionarios.  

                                                      
196  Contestación, párr. 527 (el resaltado es nuestro). 

197  Contrato de Concesión suscrito por Alsacia y el MTT el 28 de enero de 2005, C-1, Cláusula 12; Contrato de Concesión 

de Uso de Vías de la Ciudad de Santiago para la Prestación de Servicios Urbanos de Transporte Público Remunerado 

de Pasajeros Mediante Buses suscrito por Express y el MTT el 28 de enero de 2005, C-2, Cláusula 12; Bases de 

Licitación de 2003, Vol. 1, C-73, Cláusula 4.1. 

198  Resolución No. 191 del MTT del 30 de agosto de 2013, C-157, Anexo 4; Resolución No. 194 del MTT del 30 de agosto 

de 2013, C-158, Anexo 4. 

199  Decreto No. 212 del MTT del 15 de octubre de 1992, C-552; Decreto No. 130 del MTT del 31 de diciembre de 2001, 

C-553. 

200  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 117. 

201  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 118. 
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164. El Documento de Proyecto antes mencionado ï que justifica el apoyo brindado por el PNUD 

al DTPM entre 2015 y 2018 y que fue aprobado por el Sr. Gómez-Lobo ï explica que la 

calidad de la infraestructura tiene consecuencias directas sobre los costos de operación de los 

concesionarios del Transantiago202. Más precisamente, contiene el siguiente pronóstico desde 

2015: ñen el caso de no hacer inversiones para infraestructura (vías segregadas y otros), [se 

generarán] mayores costos para el sistema: [é] [c]ostos operacionales adicionales, tales 

como aumento de la cantidad de conductores (2,5 conductores por bus), mayor gasto en 

combustible y mantención, y gastos en gestión de esta flotaò203. Esto es coincidente con lo que 

los Expertos en Transporte explican en sus informes204. 

165. No puede, por lo tanto, haber duda de que, como explicamos en la Demanda205, el mal estado 

de la infraestructura del Transantiago llevó a un aumento de los costos de operación de las 

Compañías, tanto por el desgaste prematuro de los buses ï que generó altos costos de 

mantenimiento y aceleró su necesaria renovación (impedida por el Estado) ï como por el 

aumento de los costos de mano de obra y de combustible.  

166. En segundo lugar, Chile no demuestra que los buses de las Compa¶²as pod²an circular a ñuna 

velocidad comercial razonableò206. En efecto:  

167. Primero, el propio Estado reconoce en su Contestación que el estado de la infraestructura tiene 

consecuencias sobre las velocidades de operación de los buses, pues explica que la falta de 

infraestructura bajo los Contratos Iniciales de Concesi·n ñafectó adversamente las 

velocidades de operación e impidió al sistema operar correctamenteò207.  

168. Segundo, quedó demostrado más arriba que, tras la suscripción de los Nuevos Contratos de 

Concesión, Chile no desarrolló la infraestructura necesaria para el buen funcionamiento del 

Transantiago208.  

                                                      
202  Proyecto ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte P¼blico de Santiago de Chileò elaborado por 

el PNUD y Chile, del 26 de noviembre de 2015, C-641, pág. 20. 

203  Proyecto ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte P¼blico de Santiago de Chileò elaborado por 

el PNUD y Chile, del 26 de noviembre de 2015, C-641, pág. 20. Ver también, id., p§g. 19: ñ[e]n el caso de aumentar 

los kilómetros en vías segregadas para priorizar el transporte público, se generan los siguientes ahorros producto del 

aumento de la velocidad: [r]educción de los costos de operación por bus[,] [r]educción de costos de flota[,] [é], 

[a]horro en consumo de combustible[,] mayor rendimiento de combustible [é]ò. 

204  Informe de BRT y Transconsult, Sección 6.5.4; Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 256: ñ[é] W&S do not 

dispute our conclusion that the bad state of the infrastructure increased the Companiesô maintenance / repair costsò. 

205  Demanda, párr. 270. 

206  Contestación, párr. 528. 

207  Contestación, párr. 245. 

208  Ver Sección 2.3.1.1 supra. 
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169. Por lo tanto, Chile y sus expertos en transporte no pueden alegar que la falta de desarrollo de 

la infraestructura vial prometida en el Plan Maestro de Infraestructura 2011-2015 no habría 

impactado negativamente sobre la velocidad comercial de los buses de las Compañías. Como 

explican los Expertos en Transporte, no sólo la falta de infraestructura redujo la velocidad 

comercial de los buses sino que dicha reducción tuvo consecuencias sobre las operaciones y 

las finanzas de las Compañías:  

[é] the fact that the BRT corridors promised in the Master Plan did not materialize 

when they were promised, and the fact that the bus lanes were not properly enforced, 

had a negative impact on the speeds of the Companies buses. [é] 

Slower than anticipated bus speeds have significant knock-on effects on the 

Companiesô finances.  It exacerbated a shortage of fleet, increased their operating 

costs and depressed ridership [é]209. 

170. Lo anterior está corroborado por el hecho de que, en el Documento de Proyecto de 2015, Chile 

reconoce el vínculo que existe entre desarrollo de infraestructura y velocidades de los buses: 

ñ[e]xisten variados beneficios asociados a la provisión de infraestructura especializada para 

el transporte público, tales como: (i) ahorro de tiempo para usuarios del sistema de 

transporte público, y en el caso de corredores, también ahorro de tiempo para otros modos, 

producto de la segregación de flujos, (ii) reducción de los requerimientos de aumentos de 

flota dado que las velocidades se mantienen constantes en el mediano y largo plazo [é]ò210.  

171. Como explicamos en la Demanda211, el hecho de que los buses de las Compañías no puedan 

circular a una velocidad constante hace que para las Compañías sea imposible cumplir con 

sus Programas de Operación y obtener resultados satisfactorios respecto del ICF (Índice de 

Cumplimiento de Frecuencia) o del ICR (Índice de Cumplimiento de Regularidad). Esto, a su 

vez, expuso a las Compañías a cuantiosos descuentos en sus ingresos. En efecto, debido al 

mal estado de la infraestructura del Transantiago, resulta imposible para las Compañías 

asegurar que sus buses operen con la regularidad y la frecuencia exigidas por los Programas 

de Operación, máxime si el Estado ï a la par ï les impide disponer de flota adicional para 

poder cumplir esos Programas. En el Documento de Proyecto de 2015, Chile da cuenta de esta 

situación: 

[Las] características de la infraestructura vial afectan significativamente la 

regularidad de los servicios por la dificultad de controlar la variabilidad de los 

                                                      
209  Segundo informe de BRT y Transconsult, párrs. 286-287. Ver también Informe de BRT y Transconsult, Sección 7.2.4. 

210  Proyecto ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte P¼blico de Santiago de Chileò elaborado por 

el PNUD y Chile, del 26 de noviembre de 2015, C-641, pág. 19 (el resaltado es nuestro).  

211  Demanda, párr. 273. 
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tiempos de viaje, y reducen también la frecuencia pues al ser los viajes cada vez 

más lentos, se reduce el número de pasadas que puede hacer un bus212.  

172. En tercer lugar, Chile no puede afirmar que ñcontribuyó consistentemente ï y con 

sustanciales aportes de fondos ï a la lucha contra la evasión mediante el apoyo y fomento de 

las zonas pagasò213. Esta afirmación no se sostiene por dos motivos: 

173. Primero, la tabla ñSituaci·n del Transporte Publico de Santiagoò del ñBalance de Gesti·n 

Integral A¶o 2017ò del MTT antes mencionada demuestra que, entre 2010 y 2011, el Estado 

suprimió 30 zonas pagas (el número total de zonas pagas pasó de 157 a 127) y no las 

reemplazó sino hasta el 2016 (cuando el número de zonas pagas volvió a alcanzar la cifra de 

156)214.  

174. Segundo, como se ha explicado anteriormente215, la gran mayoría de las paradas del 

Transantiago no fueron diseñadas de acuerdo con los estándares de un sistema BRT que 

permita luchar de manera eficiente contra la evasión al restringir el acceso a los buses. Según 

los ¼ltimos datos publicados por el DTPM en su ñInforme de Gesti·n 2017ò, s·lo 239 de las 

11.261 paradas del Transantiago cuentan con zonas pagas y solamente dos de ellas poseen 

estaciones de pago extra vehicular216 . Esto significa que el 98% de las paradas del 

Transantiago sólo cuentan con una infraestructura muy precaria que, en la mayoría de los 

casos, se reduce a una banca y a un techo que no permiten luchar contra la evasión. Las cifras 

hablan por sí mismas y explican por qué las Compañas enfrentaron numerosas dificultades en 

asegurar que los usuarios validen sus tarjetas de pago electrónico (tarjetas Bip!) al subirse a 

sus buses, como se desarrollará en la próxima sección217.  

2.3.2 Chile no demuestra que ayudó a combatir la evasión con medidas adecuadas  

175. Otro hecho que resulta innegable es que la tasa de evasión en el Transantiago es una de las 

más altas de todos los sistemas de transporte público del mundo.  

176. Enfrentado a este hecho, Chile, en su Contestación, alega, de forma contradictoria, primero, 

que no tenía por qué hacer nada al respecto y no pudo hacerlo hasta completar ciertos estudios 

que le permitieran elaborar un plan detallado en 2017 y, segundo, que habría participado y 

                                                      
212  Proyecto ñApoyo para la implementaci·n del nuevo sistema de Transporte P¼blico de Santiago de Chileò elaborado por 

el PNUD y Chile, del 26 de noviembre de 2015, C-641, pág. 9 (el resaltado es nuestro).  

213  Contestación, párr. 481. 

214  Balance de gestión 2017 del MTT, C-640, Tabla No. 6, pág. 39. 

215  Ver Sección 2.3.1.1 supra. 

216  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 92. 

217  Ver Sección 2.3.2 infra. 
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colaborado proactivamente en la lucha contra la evasión pese a que los Nuevos Contratos de 

Concesión supuestamente le imponían exclusivamente a los concesionarios la responsabilidad 

de combatir el fenómeno. Chile también menosprecia los esfuerzos de las Compañías en la 

lucha contra la evasión218.  

177. Esta argumentación es sintomática de la mala fe de Chile. La responsabilidad de luchar contra 

la evasión bajo los Nuevos Contratos de Concesión no es exclusiva de los concesionarios, 

simple y llanamente porque no puede serlo (Sección 2.3.2.1). Por lo demás, Chile no puede 

negar que los Demandantes implementaron un plan integral para luchar contra la evasión 

desde el inicio de los Nuevos Contratos de Concesión (Sección 2.3.2.2). En cambio, el Estado 

sólo mostró un interés real en respaldar la lucha contra la evasión en momentos próximos a 

cambios de concesiones (esto es, hasta 2011 y, recientemente, en 2017) (Sección 2.3.2.3) y, 

el resto del tiempo, no respaldó el combate de las Compañías, eludiendo sus responsabilidades 

y fomentando incluso la evasión (Sección 2.3.2.4). La realidad es que la falta de voluntad 

política y respaldo estatal en la lucha contra la evasión afectó las principales variables del 

modelo de negocio de las Compañías (Sección 2.3.2.5).  

2.3.2.1 La responsabilidad de luchar contra la evasión no es exclusiva de los concesionarios  

178. En su Contestaci·n, Chile alega que ñlos contratos de concesión le imponían exclusivamente 

a los operadores ï y no al Estado ï la responsabilidad contractual de combatir la evasión 

[é]ò219. Esto es falso. 

179. Como hemos explicado anteriormente220, Chile garantizó que respaldaría los esfuerzos de las 

Compañías en la lucha contra la evasión.  

180. En todo caso, simplemente no es posible en la práctica que la responsabilidad de luchar contra 

la evasión incumba exclusivamente a los concesionarios.  

181. En primer lugar, como lo explicitan los Nuevos Contratos de Concesión221, el fenómeno de 

la evasión compromete el orden público y es deber del Estado salvaguardar el orden 

público222. Además, como se ha explicado anteriormente, el derecho chileno establece que el 

                                                      
218  Contestación, Sección II(H)(iii). 

219  Contestación, párr. 464. 

220  Ver Sección 2.2.2.3 supra. 

221  Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Nuevo Contrato de Concesión de Alsacia, Cláusula 

5.1.5; Resolución No. 259 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-146, Nuevo Contrato de Concesión de Express, 

Cláusula 5.1.5. 

222  Constitución Política de la República de Chile de fecha 17 de septiembre de 2005, CL-18, art. 24, inciso 2 y art. 101, 

inciso 2; Decreto con fuerza de Ley No. 1-19.175 del Ministerio de Interior que ñFija el texto refundido, coordinado, 
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Estado tiene la obligación de asegurar que los usuarios paguen su pasaje y que los que no lo 

hacen sean sancionados223.  

182. El mismo Estado reconoce esta situación en el reciente Protocolo de Acciones relativas a la 

Evasión para el Sistema de Transporte Público de Santiago del 24 de abril de 2017 (el 

ñProtocolo contra la Evasiónò)224. En efecto, la Secci·n ñI ï Antecedentesò de dicho 

Protocolo explica que, si bien ñcorresponde a los Concesionarios y Prestadores de Servicios 

[é] la obligaci·n de órealizar y/o gestionar las acciones que la buena práctica le indique 

para velar por la disminuci·n de la evasi·n [é]ôò, esto es ñsin perjuicio, de las medidas que 

le corresponda implementar al Ministerio por disposición de la ley y los propios contratos, 

en la materia.ò225 

183. En segundo lugar, la experiencia internacional demuestra que, para que la lucha contra la 

evasión dé frutos, tanto el Estado como los concesionarios deben estar comprometidos con 

esta causa.  

184. Como explican los Expertos en Transporte, ña successful regime to combat fare evasion 

depend[s] on actions to be taken both by the State and the Companies; [é] dereliction of duty 

on the part of either party [é] result in a failure of the enforcement regimeò226. Los expertos 

en transporte de Chile, Willumsen y Silva, no disputan esto. 

185. La propia ex-Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, Paola Tapia, reconoció 

recientemente en una entrevista que, en materia de lucha contra la evasión, no puede haber 

real cambio sin una acción combinada por parte del Estado y de los concesionarios, explicando 

que ñ[ l] a tarea es de todos, como Ministerio estamos reimpulsando el trabajo contra la 

evasión, pero si queremos un cambio de verdad tenemos que sumar nuestros esfuerzos a los 

que realizan los operadores de buses [é]ò227. 

186. En tercer lugar, si la responsabilidad de combatir la evasión realmente incumbía 

exclusivamente a los concesionarios, entonces Chile no habría tenido razón para intentar 

                                                      
sistematizado y actualizado de la Ley No. 19.175, Org§nica Constitucional sobre Gobierno y Administraci·n Regionalò 

del 15 de octubre de 2016, C-174, art. 2(b). 

223  Ver Sección 2.2.2.3 supra. Ver también Demanda, Sección 3.6.3. 

224  Protocolo de Acciones Relativas a la Evasión para el Sistema de Transporte Público de Santiago, MTT, 24 de abril de 

2017, R-19. 

225  Protocolo de Acciones Relativas a la Evasión para el Sistema de Transporte Público de Santiago, MTT, 24 de abril de 

2017, R-19, Sección I ï Antecedentes (el resaltado es nuestro).  

226  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 69. 

227  Transantiago (p§gina web), ñNoticiasò, disponible en : http://www.transantiago.cl/noticias/ministerio-de-transportes-y-

telecomunicaciones-presenta-nueva-coordinacion-contra-la-evasion;jsessionid=hNaR0tyBYLrTkyMstvhmv6Or 

(último acceso el 12 de octubre de 2018), C-646, pág. 2 (el resaltado es nuestro).  
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demostrar en su Contestación las medidas que supuestamente adoptó para luchar contra el 

fenómeno. Los alegatos de Chile se contradicen entre sí. 

187. De lo anterior se desprende que, a la hora de suscribir los Nuevos Contratos de Concesión, los 

Demandantes no tenían por qué asumir que el Estado incumpliría sus obligaciones y se 

abstendría de hacer su parte para reducir los niveles de evasión a tasas más razonables con 

base en la experiencia internacional. Si bien eran conscientes de la responsabilidad que le 

incumbía a las Compañías en materia de lucha contra la evasión bajo el nuevo régimen 

contractual, y de los costos que esto representaría, los Demandantes nunca pudieron imaginar 

que Chile reduciría sus esfuerzos tras la firma de los Nuevos Contratos de Concesión y los 

dejaría sin ningún respaldo a la hora de combatir el fenómeno228.  

2.3.2.2 Chile no puede negar que los Demandantes implementaron un plan integral para luchar 

contra la evasión  

188. Chile, en su Contestación, alega que ñ[l]a actitud proactiva del Estado [en materia de lucha 

contra la evasi·n] [é] contrasta con las acciones de Alsacia y Express, quienes [é] 

decidieron ser pasivosò229. Chile no puede afirmar esto de buena fe por, al menos, cuatro 

motivos.  

189. En primer lugar, como se demostrará más adelante230, es falso que Chile haya adoptado una 

actitud proactiva respecto de la evasión. Por el contrario, el Estado se desentendió del 

problema y sólo demostró un interés en enfrentarlo en dos momentos estratégicos, 

concretamente, al acercarse los cambios de concesiones en el 2011 y en el 2017.  

190. En segundo lugar, Chile no puede ignorar todas las medidas que las Compañías, máximos 

interesados en reducir la tasa de evasión (pues tiene una incidencia directa sobre sus ingresos), 

tomaron para luchar contra la evasión desde la suscripción de los Nuevos Contratos de 

Concesión.  

191. En la Demanda quedó demostrado que, desde el 2012, las Compañías, en colaboración con la 

empresa especializada Alto Evasión, tomaron una serie de medidas coordinadas en el marco 

del ñPlan Tolerancia Cero a la Evasi·nò231 para combatir la evasión.  

                                                      
228  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párrs. 26-28.  

229  Contestación, párr. 506.  

230  Ver Secciones 2.3.2.3-2.3.2.4 infra.  

231  Informe Final, Plan Tolerancia Cero a la Evasión de Alto Evasión del 29 de marzo de 2016, C-183. 
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192. Curiosamente, en su Contestación, Chile no dice nada sobre estas medidas ni sobre los 

resultados obtenidos por las Compañías a lo largo de los años. Se concentra únicamente en 

tres ejemplos que no demuestran, en lo más mínimo, que las Compañías hayan adoptado una 

actitud pasiva respecto de la evasión, por los siguientes motivos.  

193. Primero, Chile no puede afirmar que los informes preparados por las Compañías con base en 

lo solicitado por el DTPM mediante el Oficio No. 3798 del 27 de julio de 2016232 ñreflejan la 

falta de seriedad, cooperación y esfuerzo de [las Compañías] en adoptar medidas para 

disminuir la evasiónò233 por dos razones: 

194. Uno, lo que el DTPM solicitó por medio del Oficio No. 3798 no eran reportes detallados sino 

una lista de ñlas medidas y acciones que [el concesionario] ejecutó e implementó con el objeto 

de reducir y controlar la evasión en su Unidad de Negocioò234. Esto fue lo que las Compañías 

entregaron, nada más, nada menos235.  

195. Además, para ese entonces, las Compañías ya habían entregado a la Gerencia de Finanzas y 

Regulación del DTPM, en el marco de las revisiones programadas, reportes muy detallados 

de todas las medidas que habían adaptado, junto con Alto Evasión, para luchar contra la 

evasión desde el 2012. Dichos reportes incluían, por ejemplo, una lista de todas las empresas 

con las que las Compañías habían colaborado en la materia236.  

                                                      
232  Oficio No. 3798/2016, Instruye sobre reporte de acciones tendientes a la reducción de la evasión, Sistema Transantiago, 

DTPM, 27 de julio de 2016, R-253. 

233  Contestación, párr. 506. 

234  Oficio No. 3798/2016, Instruye sobre reporte de acciones tendientes a la reducción de la evasión, Sistema Transantiago, 

DTPM, 27 de julio de 2016, R-253, pág. 5. 

235  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 27. 

236  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 28. Ver también Ver Anexo No. 

2 (Informes sobre Evasión) a la Presentación de Antecedentes de Alsacia en el primer proceso de revisión programada 

del 16 de abril de 2014 (Carta de Alsacia al DTPM del 16 de abril de 2014, C-303; Carta de Express al DTPM del 16 

de abril de 2014, C-304), que contiene los siguientes documentos: Informe Mensual No. 1 de Alto Evasión, Estado de 

avance plan integral anti-evasión, de mayo de 2013, C-471, Informe Mensual No. 2 de Alto Evasión, Estado de avance 

plan integral antievasión, de junio de 2013, C-188, Informe Mensual No. 3 de Alto Evasión, Estado de avance plan 

integral anti-evasión, de julio de 2013, C-472, Informe Mensual No. 4 de Alto Evasión, Estado de avance plan integral 

antievasión, del 6 de septiembre de 2013, C-186, Informe Mensual No. 5 de Alto Evasión, Estado de avance plan integral 

antievasión, del 9 de octubre de 2013, C-189, Informe Mensual No. 6 de Alto Evasión, Estado de avance plan integral 

anti-evasión de octubre, del 8 de noviembre de 2013, C-473, Informe Mensual No. 7 de Alto Evasión, Estado de avance 

plan integral anti-evasión, de noviembre de 2013, C-474, Informe Mensual No. 8 de Alto Evasión, Estado de avance 

plan integral anti-evasión, de diciembre de 2013, C-475, Informe Mensual No. 9 de Alto Evasión, Estado de avance 

plan integral antievasión, de enero de 2014, C-190. Ver también Anexo No. 4 (Evasión) del Anexo No. 1 (Informe 

Técnico) a la Presentación de Antecedentes de Alsacia en el segundo proceso de revisión programada del 29 de febrero 

de 2016 (Carta GGA-012-2016 de Alsacia al DTPM del 29 de febrero de 2016, C-211; Carta GGE-014-2016 de Express 

al DTPM del 29 de febrero de 2016, C-212), que contiene los siguientes documentos: Informe Final de Ingeniería Dictuc, 

Mediciones de perfiles de carga para determinación de evasión, Unidades de Negocio No. 1 y No. 4, Medición: Línea 

Base, del 12 de julio de 2013, C-476; City Planning, Análisis de Evasión Abril - Mayo 2013, del 22 de julio de 2013, 

C-477 City Planning, Análisis de Evasión Abril - Mayo 2014, del 19 de junio de 2014, C-478; Informe Final de 

Ingeniería Dictuc, Mediciones de perfiles de carga para determinación de evasión, Unidades de Negocio No. 1 y No. 4, 

Medición No. 4: Abril-Mayo 2014, del 23 de junio de 2014, C-479; City Planning, Análisis de Evasión Abril - Mayo 
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196. Dos, dichos informes sólo fueron requeridos por el DTPM a partir del mes de julio de 2016, 

en un momento en el que la disputa con el Estado ya se había materializado237, y nada dicen 

sobre las medidas tomadas por las Compañías entre el 2012 y julio del 2016. 

197. Además, a pesar de lo previsto en el Oficio No. 3798238, el DTPM nunca formuló ninguna 

observación crítica sobre la pertinencia de las acciones y medidas adoptadas por las 

Compañías para luchar contra la evasión. Que Chile haya decidido criticarlas ahora, en el 

marco del presente procedimiento, es muy revelador.  

198. Segundo, Chile no puede seriamente pretender que Alsacia y Express habrían sido los 

concesionarios que menos zonas pagas desarrollaron y que esto revelaría una ñactitud 

indiferente y [una] falta de proactividad y compromiso [é]ò239. Esto, simplemente, no es 

cierto por, al menos, dos razones: 

199. Uno, las cifras presentadas por Chile en su Contestación son erróneas: Alsacia y Express no 

desarrollaron sólo 22 y 15 zonas pagas, respectivamente240. Las Compañías fomentaron la 

construcción e implementación de numerosas zonas pagas, llegando a administrar cerca de 60 

zonas pagas en conjunto241.  

200. Dos, las Compañías no son los concesionarios que menos zonas pagas desarrollaron, como se 

desprende de la tabla a continuación preparada por los Expertos en Transporte242:  

                                                      
2015, del 17 de junio de 2015, C-480; Informe Final de Ingeniería Dictuc, Mediciones de perfiles de carga para 

determinación de evasión, Unidades de Negocio No. 1 y No. 4, Medición No. 5 abril-mayo 2015, del 22 de junio de 

2015, C-481; Alto Evasión, Evolución Evasión, Análisis Medición Abril - Mayo 2015, C-482.   

237  Carta de los Demandantes a la Dirección de Asuntos Jurídicos de Chile del 10 de mayo de 2016, C-3. 

238  Oficio No. 3798/2016, Instruye sobre reporte de acciones tendientes a la reducción de la evasión, Sistema Transantiago, 

DTPM, 27 de julio de 2016, R-253, p§g. 5 (ñUna vez que reciba este informe y dentro de los 15 días hábiles siguientes, 

el Ministerio entregará al concesionario o prestador de servicios sus observaciones acerca de la pertinencia de las 

acciones y medidas adoptadasò). 

239  Contestación, párr. 514. 

240  Contestación, párrs. 485-486. 

241  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 56. Ver también Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister 

del 24 de octubre de 2018, párr. 9-11. 

242  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 59. 
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201. Así, como explican los Expertos en Transporte: 

In terms of percentages, the Companies have gradually increased their percentage 

share of Zonas Pagas over time, from 2011 until 2017, from 9% to 19% of the total 

by 2018. The only significant reduction has been on the part of the State, which 

reduced its share from 72% in 2011 to 21% in 2018.243 

202. Tercero, el hecho de que las Compañías no hayan querido firmar el Protocolo contra la 

Evasión de 2017 no demuestra que Alsacia y Express adoptaran una actitud pasiva respecto 

de la lucha contra la evasión, contrario a lo que alega Chile244, por las siguientes dos razones:  

203. Uno, las Compañías ya habían adoptado e implementado las medidas contempladas en el 

Protocolo contra la Evasión, y muchas otras más, desde varios años antes de la suscripción de 

dicho Protocolo. Como explica Edgar Mac Allister, ñla gran mayoría de las medidas 

contempladas en el Protocolo relativa a la evasión ya habían sido implementadas por las 

Compañías de nuestra propia iniciativaò245. 

204. De conformidad con la Secci·n ñAcuerdosò del Protocolo, las partes firmantes se 

comprometieron a orientar su actuación en torno a las siguientes cinco líneas de acción: (i) 

incrementar la cantidad de torniquetes en los buses; (ii) aumentar el número de zonas pagas 

presentes en el sistema; (iii) reforzar la supervisión privada, con un número más alto de 

fiscalizadores privados; (iv) implementar campañas publicitarias o educativas acerca de la 

importancia del pago del pasaje para el buen funcionamiento del sistema, y (v) enfatizar el rol 

de los conductores en la lucha contra la evasión246. 

                                                      
243  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 59. 

244  Contestación, párrs. 495, 510. 

245  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 21. 

246  Protocolo de Acciones Relativas a la Evasión para el Sistema de Transporte Público de Santiago, MTT, 24 de abril de 

2017, R-19, págs. 2-3. 

2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

State 72% 71% 69% 70% 55% 35% 28% 21%

Alsacia 5% 6% 6% 6% 5% 6% 8% 8%

Subus 0% 0% 1% -1% 17% 21% 16% 18%

Volebus 12% 12% 11% 11% 8% 11% 17% 18%

Express 4% 4% 4% 4% 3% 4% 5% 11%

Metbus 4% 4% 4% 4% 4% 14% 16% 13%

Redbus 3% 3% 3% 3% 4% 5% 5% 6%

STP 0% 0% 2% 2% 4% 4% 5% 7%
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205. Como explicamos en la Demanda247, Alsacia y Express vienen ejecutando cuatro de estas 

cinco medidas desde 2012248. Entre 2012 y 2016, por ejemplo, las Compañías instalaron varias 

zonas pagas propias en puntos estratégicos de sus rutas, de modo que, en la actualidad, 

administran cerca de 60 zonas pagas, incluidas dos zonas pagas permanentes249. Asimismo, 

en el mismo periodo, las Compañías contrataron distintos proveedores externos de servicios 

de fiscalización para controlar el pago del pasaje, llegando a emplear a 550 fiscalizadores 

privados250. Entre 2012 y 2016, Alsacia y Express también implementaron varias campañas 

de información y socialización anti-evasión en los buses, las paradas y en diversos medios 

(televisión, radio, prensa escrita, redes sociales, etc.)251. Durante estos años, las Compañías 

igualmente exigieron a sus conductores que hicieran un esfuerzo adicional para controlar la 

evasión, capacitándolos en la temática e invitándolos a monitorear el pago de los pasajes252.  

206. La única medida contemplada en el Protocolo contra la Evasión que las Compañías no habían 

implementado en el marco del ñPlan Integral Tolerancia Cero a la Evasi·nò desarrollado por 

Alto Evasión253 es la instalación de torniquetes. Sin embargo, tras la firma del Protocolo por 

los otros concesionarios, Alsacia y Express también instalaron torniquetes a bordo de sus 

buses (aunque es claro, hoy, que los torniquetes no son una solución viable)254. 

207. Dos, al momento de la firma del Protocolo contra la Evasión, a finales de abril de 2017, el 

presente procedimiento estaba a punto de iniciarse255. Los Demandantes, por ende, no podían 

correr el riesgo de firmar un documento que Chile, luego, podría presentar en el arbitraje como 

                                                      
247  Demanda, Sección 3.7.2.1.Ver también Declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 9 de febrero de 2018, párrs. 

43-53. 

248  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 29; Segunda declaración testimonial 

de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párrs. 23-25. 

249  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 59. Ver también Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister 

del 24 de octubre de 2018, párr. 9-11. 

250  Anexo No. 1 (Documento Técnico) a la Presentación de Antecedentes de Alsacia en el primer proceso de revisión 

programada de 2014, C-447. Ver también Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 

2018, párr. 4; Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 59. 

251  Presentaci·n del Alto Evasi·n, ñCampa¶as de informaci·n y socializaci·n desarrolladas entre 2013 a 2016ò, C-647. Ver 

también Demanda, párr. 284; Informe Final, Plan Tolerancia Cero a la Evasión de Alto Evasión del 29 de marzo de 

2016, C-183, págs. 57-60; Informe de BRT y Transconsult, pág. 75. 

252  Demanda, párr. 283. Ver también Informe Final, Plan Tolerancia Cero a la Evasión de Alto Evasión del 29 de marzo de 

2016, C-183, págs. 55-58. 

253  Informe Final, Plan Tolerancia Cero a la Evasión de Alto Evasión del 29 de marzo de 2016, C-183. 

254  Express de Santiago Uno S.A., reporte semestral antievasión, 15 de enero de 2018, R-261, pág. 5; Express de Santiago 

Uno S.A., reporte semestral antievasión, 17 de noviembre de2017, R-228, págs.4, 7; Correo electrónico: hitos pendientes 

sobre Inversiones Alsacia S.A., Unidad de Negocio No. 1, 2 de agosto de 2017, R-214, págs. 1, 2; Express de Santiago 

Uno S.A., reporte semestral antievasión, 15 de enero de 2017, R-260, pág. 5. Ver también Segunda declaración 

testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 25; Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 

59. 

255  Solicitud de Arbitraje del 26 de mayo de 2017. 
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la renuncia a cualquier reclamo que pudieran tener, o llegar a tener, respecto del fenómeno de 

la evasión256.  

208. Además, es patente que, en todo caso, el DTPM no le dio tiempo suficiente a las Compañías 

para que pudieran analizar con detalle las implicaciones que tendría la firma de dicho 

Protocolo257. Este fue transmitido a Alsacia y Express un viernes al final de la tarde exigiendo 

su firma en la mañana del siguiente lunes258.  

209. En tercer lugar, el propio Estado, en diversas ocasiones, ha reconocido los esfuerzos de las 

Compañías para luchar contra la evasión.  

210. Por ejemplo, en una de las últimas modificaciones de los Nuevos Contratos de Concesión 

suscrita el 16 de septiembre de 2016, el DTPM reconoció que, tanto Alsacia como Express, 

ñha[n] efectuado todos los esfuerzos para combatir la evasión, conforme consta en el Informe 

de Revisión Programada preparado por [su] Secretaria Ejecutivaò259.  

211. Asimismo, a la hora de invitar a Alsacia y Express a firmar el Protocolo contra la Evasión en 

abril de 2017, el entonces director del DTPM, el Sr. Muñoz Senda, reconoció su ñesfuerzo 

[é] realizado de cara a esta actividadò260 y les agradeció por ello261.  

212. Por otra parte, Alto Evasión ï la empresa contratada por las Compañías para desarrollar el 

ñPlan Integral Tolerancia Cero a la Evasi·nò ï fue invitada en numerosas ocasiones a hacer 

exposiciones a las autoridades chilenas sobre dicho plan y la experiencia de Alsacia y Express. 

Estas invitaciones fueron cursadas tanto por el MTT ï para exponer ante la Comisión de 

Transportes de la Cámara de Diputados262 ï como por el DTPM ï para exponer en el marco 

de su seminario sobre la evasión.  

                                                      
256  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 29; Segunda declaración testimonial 

de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 26. 

257  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 22. 

258  Correo electrónico de G. Muñoz Senda (Director del DTPM) a Alsacia y Express del 21 de abril de 2017, C-467; 

Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 22. 

259  Resolución No. 40 del MTT, Addendum Contrato Concesión del 27 de septiembre de 2016, C-191, Cláusula 3.1; C-

333, Cláusula 3.1. 

260  Correo electrónico de G. Muñoz Senda (Director del DTPM) a Alsacia y Express del 21 de abril de 2017, C-467. 

261  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 13. 

262  Acta de la sesión ordinaria 134 de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones del 21 de enero 

de 2014, C-648; Cámara de Diputados Televisión, Sesión de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y 

Telecomunicaciones, video publicado el 21 de enero de 2014, C-468; Cámara de Diputados Televisión, Sesión de la 

Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, video publicado el 4 de abril de 2017, C-469. Ver 

también Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 13. 
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213. En cuarto lugar, los propios expertos de Chile reconocen que las medidas tomadas por las 

Compañías para luchar contra la evasión tuvieron resultados.  

214. Así, por ejemplo, PwC reconoce que, como resultado de las acciones desarrolladas por Alsacia 

y Express, las tasas de evasión de las Compañías están por debajo del promedio del 

Transantiago: 

On a consolidated basis, Alsacia and Express evasion rate is lower than the rest of 

the system. Whilst evasion had increased 9% from 2013 to 2016 for the other 

operators, it had only increased 6% for Alsacia and Express263.  

2.3.2.3 Chile sólo mostró un interés real en respaldar la lucha contra la evasión en momentos en los 

que preparaba la licitación de concesiones  

215. Chile afirma, en su Contestación, que, ñincluso después de la entrada en vigencia de [los 

Nuevos Contratos de Concesión], el Estado continuó aplicando sus planes de reducción de 

evasión para apoyar a los Operadoresò264. Esto no es cierto.  

216. En el marco de la renegociación de los Contratos Iniciales de Concesión, Chile adoptó 

medidas concretas para aparentar que tenía un interés real en luchar contra la evasión. Por 

ejemplo, un año antes de la suscripción de los Nuevos Contratos de Concesión, promulgó la 

Ley No. 20.484 que ñsanciona el no pago de la tarifa en el transporte público de 

pasajerosò265. Dicha Ley fue percibida como un avance importante en la lucha contra la 

evasión, pues tipificó el no pago del pasaje como una falta grave bajo la Ley de Tránsito y 

cre· el ñSub Registro de Pasajeros Infractoresò en el ñRegistro de Multas del Transito no 

pagadasò266. Las Compañías percibieron la promulgación de la Ley No. 20484 como un 

compromiso por parte del Estado de respaldar la lucha contra la evasión267. En cuanto a los 

Demandantes, dicha Ley los llevó a pensar que, con la implementación de medidas adecuadas, 

podrían reducir la evasión rápidamente y, así, proteger los ingresos de las Compañías268.  

217. Sin embargo, tras la suscripción de los Nuevos Contratos de Concesión, el interés en la lucha 

contra la evasión que Chile había demostrado durante la negociación despareció, y el Estado 

se desentendió del problema. Fue solamente a inicios del 2017, cuando la nueva licitación (la 

                                                      
263  Informe Pericial PwC, pág. 118 (el resaltado es nuestro).  

264  Contestación, párr. 467. 

265  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171. 

266  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171, arts. 1 y 2. 

267  Segunda declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 24 de octubre de 2018, párr. 6. 

268  Segunda declaración testimonial de Carlos Rios del 19 de octubre de 2018, párr. 27. 
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ñNueva Licitación de 2017ò) se estaba preparando, que Chile volvió a demostrar un interés 

real en respaldar la lucha contra la evasión. Esto se desprende de los siguientes elementos:  

218. En primer lugar, Chile tardó ocho años (hasta 2018) en adoptar una nueva ley en materia de 

lucha contra la evasión. A pesar de la magnitud del problema y del riesgo que representa para 

la sostenibilidad del sistema Transantiago, Chile no tomó ninguna medida legislativa respecto 

de la evasión entre la promulgación de la Ley No. 20.484269 en el 2010 y la promulgación de 

la Ley No. 21.083270 en el 2018.   

219. Semejante vacío legislativo, en un periodo de ocho años en el que la tasa de evasión casi nunca 

bajó del 20%271, no es anodina. Esto se vuelve aún más evidente si se considera que: 

¶ Desde el 2013 y el 2014, Alto Evasión había presentado varios proyectos de ley 

tanto al DTPM como a la Comisión de Obras Públicas, Telecomunicaciones y 

Transportes de la Cámara de Diputados con el objetivo de mejorar las herramientas 

legales para luchar contra la evasión272; y 

¶ El proyecto de Ley No. 21.083 fue sometido a consideración del Senado desde mayo 

de 2015273. 

220. En segundo lugar, Chile esperó hasta que la evasión alcanzara la tasa histórica del 35% de los 

usuarios a finales de 2016274, cinco años desde la suscripción de los Nuevos Contratos de 

Concesión, para crear una entidad gubernamental especializada a cargo de la lucha contra el 

fen·meno. Antes de la creaci·n de la ñCoordinaci·n contra la Evasi·nò en marzo de 2017, el 

                                                      
269  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171. 

270  Ley No. 21.083, MTT, 5 de abril de 2018, R-18. 

271  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 128, Gráfico 23 ï Evolución de la evasión 2012-2017. 

272  Demanda, párr. 286. Ver también Declaración testimonial de Edgar Mac Allister del 9 de febrero de 2018, párr. 53; 

Informe Mensual No. 5 de Alto Evasión, Estado de avance plan integral antievasión, del 9 de octubre de 2013, C-189, 

pág. 8; Informe Mensual No. 9 de Alto Evasión, Estado de avance plan integral antievasión, de enero de 2014, C-190, 

págs. 7-8. 

273  Demanda, párr. 295. Ver también Mensaje Presidencial No. 345-363 del 15 de mayo de 2015, C-195. 

274  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, p§g. 128 (el resaltado es nuestro) (ñLa evasión es uno de los 

problemas más grandes que enfrenta el sistema de Transporte Publico. Esta acción afecta el pago de los operadores, y 

por consiguiente, la calidad del servicio que éstos entregan, y por consiguiente, perjudica a los usuarios que si validan 

su pasaje. Es por ello que en 2017, con un índice de evasión que llegó al 34%, se creó la Coordinación contra la 

Evasión, con el prop·sito de llevar a cabo el Plan Integral contra la Evasi·n [é].ò). 
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Estado no contaba con ningún órgano dedicado a desarrollar medidas de fondo para enfrentar 

el problema275.  

221. En tercer lugar, el propio Estado ha reconocido en varias instancias en el presente 

procedimiento que no desarrolló iniciativas serias para luchar contra la evasión entre la 

renegociación de los Contratos Iniciales de Concesión (en 2011) y la preparación de la Nueva 

Licitación (en 2017).  

222. Primero, en el marco de la fase de exhibición de documentos, frente a la solicitud de 

exhibici·n de ñLos Planes de Trabajo Integral Contra la Evasion en el Transantiago 

preparado por el DTPM para los años 2011 a 2016ò276, Chile admiti· que ñiniciativas del 

tenor del Plan Integral Contra la Evasión empezaron a implantarse en el 2015ò277. Lo cierto, 

sin embargo, es que no se implementaron hasta 2017. 

223. Segundo, en su Contestación, Chile no disputa el no haber tomado ninguna iniciativa 

legislativa entre el 2010 y el 2018, sino que lo reconoce plenamente:  

En lo referente a medidas legislativas, durante el año 2011 Chile aprobó la Ley 

No.  20.484, que modificó la Ley de Tránsito y tipificó como falta grave la conducta 

del no pago de la tarifa en la locomoción colectiva. Dicha Ley también creó el Sub 

Registro de Pasajeros. Posteriormente, en junio de 2015, se ingresó al Congreso un 

proyecto de ley que adopta medidas de seguridad y control del medio de pago del 

transporte público remunerado de pasajeros orientado a adoptar las providencias 

que eviten y desincentiven el no pago de las tarifas de transporte público 

remunerado de pasajeros. Dicho proyecto se aprobó mediante la Ley No. 21.083 de 

abril de 2018278. 

224. Tercero, Chile también admite en la Contestación que solamente implementó medidas de 

ñlucha vigorizadaò279 contra la evasi·n muy recientemente, explicando que a partir del ñ31 de 

marzo de 2017 [é][,] el Estado intensific· su lucha proactiva en la batalla contra la 

evasiónò280.  

                                                      
275  Informe de Gestión 2012 del DTPM, del 1 de enero de 2013, C-142, pág. 12; Informe de Gestión 2013, DTPM, febrero 

de 2014, R-8, pág. 12; Informe de Gestión 2014 de DTPM, WS-51, pág.12; Informe de Gestión del Transantiago 2015-

2016 del 1 de mayo de 2017, C-176, pág.15; Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 16. 

276  Resolución Procesal No. 6, Anexo A, p. 109.  

277  Resolución Procesal No. 6, Anexo A, p. 110 (el resaltado es nuestro).  

278  Contestación, párr. 392 (el resaltado es nuestro).  

279  Contestación, párr. 498. 

280  Contestación, párr. 497. 
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225. En cuarto lugar, los propios expertos de Chile reconocen que, tras la suscripción de los 

Nuevos Contratos de Concesión, el Estado no tomó medidas serias para luchar contra la 

evasión.  

226. Así, por ejemplo, el informe de Versant Partners admite que el Estado no desarrolló ninguna 

acción para combatir el fenómeno bajo el nuevo régimen contractual, dado que, 

supuestamente, ñit would not be sensible for the State to implement a sweeping new program 

to reduce fare evasiónò281 antes de que los concesionarios hubiesen actuado en este sentido.  

227. Lo anterior demuestra claramente que Chile únicamente tomó medidas serias contra la evasión 

en dos momentos estratégicos: (i) en 2010-2011, cuando estaba planeando poner un término 

anticipado a los Contratos Iniciales de Concesión, y (ii) a partir del 2017, cuando empezó a 

planear la próxima licitación del Transantiago. Esta cronología revela que, el resto del tiempo, 

Chile no respaldó la lucha contra la evasión de las Compañías.  

2.3.2.4 El resto del tiempo, Chile no respaldó la lucha contra la evasión de las Compañías, eludiendo 

sus responsabilidades e incluso fomentando la evasión  

228. En su Contestaci·n, Chile alega que ñel Estado [é] tom· numerosas medidas proactivas para 

limitar la evasiónò282. Esto es incorrecto.  

229. Fuera de las medidas que Chile tomó en 2010-2011 y a partir del 2017, a la víspera de los 

cambios de concesiones, las escasas acciones desarrolladas por el Estado entre ambos 

periodos no permitieron luchar de manera eficaz contra la evasión por, al menos, cuatro 

motivos: 

230. En primer lugar, las tareas de fiscalización llevadas a cabo por el MTT, el DTPM y los 

Carabineros, a las que se refiere Chile en su Contestación283, no sirvieron para controlar la 

evasión, como demuestran los datos del mismo Chile.  

231. De haber Chile implementado reales medidas de fiscalización, la evasión habría disminuido 

entre el 2012 y el 2017, pues como reconoció recientemente la propia Ministra de Transportes 

y Telecomunicaciones, Gloria Hutt, ñ[é] óel n¼mero de controles y de sanciones [é] ha 

                                                      
281  Informe de Versant Partners, párr. 111. 

282  Contestación, párr. 464. 

283  Contestación, párrs. 468 y ss. 
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probado ser uno de los elementos m§s importantes del control de la evasi·nôò284. Los Expertos 

en Transporte coinciden en esto285. 

232. Sin embargo, este no fue el caso. Como ilustra la gr§fica del ñInforme de Gesti·n 2017ò del 

DTPM a continuación, entre el 2012 y el 2017, la evasión subió de manera gradual desde 

niveles insostenibles hasta alcanzar la tasa mundialmente histórica de 35% a finales de 2016:   

 

233. Fue solamente en el 2017, cuando Chile finalmente empezó a tomar medidas serias de 

fiscalizaci·n en el marco de su ñlucha vigorizadaò contra la evasión, que la tasa de evasión 

empezó a disminuir286.  

234. No obstante, dicha disminución sólo fue temporal. En el momento en el que el Estado 

disminuyó sus medidas de fiscalización en el primer semestre de 2018, la tasa de evasión 

volvió a repuntar de forma inmediata. Así lo reconoció la Ministra de Transporte y 

                                                      
284  Nota de prensa, Emol, Evasión en el Transantiago subió cinco puntos en el primer trimestre y autoridades critican 

caída de fiscalizaciones del 24 de abril de 2018, C-470. 

285  Segundo informe de BRT y Transconsult, párrs. 82-83: ñThe W&S report closely links the level of fare evasión with the 

level of fare enforcement, more specifically, the number of inspections and the number of citations issued for violators.  

We agree with this approach.ò 

286  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, p§g. 128 (ñGracias al trabajo de la Coordinadora, en menos 

de un año se ha logrado disminuir la evasión hasta llegar a un histórico 23.7% en el trimestre septiembre-diciembre.ò). 
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Telecomunicaciones, Gloria Hutt, al presentar las cifras de evasión del Transantiago para el 

primer trimestre de 2018: 

Es una mala noticia para el Sistema y nosotros la atribuimos a dos factores 

principales: uno es el alza de tarifa de $20 que ocurrió en febrero y 

consistentemente cuando la tarifa sube, la evasi·n tambi®n aumenta [é]. El 

segundo, que es muy importante, es que se redujo en más o menos 60% el número 

de controles y de sanciones y eso ha probado ser uno de los elementos más 

importantes del control de la evasión. Eso es muy lamentable que haya ocurrido y 

estamos muy empeñados en resolver este problema y mejorarlo gradualmente.287 

235. Lo anterior demuestra la gran correlación e inmediación que existe entre el nivel de 

fiscalización llevada a cabo por el Estado y la disminución de la tasa de evasión288, y deja en 

evidencia que, entre 2012 y 2017, los controles llevados a cabo por Chile no fueron 

suficientes. Como explican los Expertos en Transporte: 

[é] even for those periods when the inspection rates were increasing, this is by no 

means proof that the Stateôs levels of inspection were adequate to bring the evasion 

level down to international norms, nor consistent with good practices.289 

[é] international good practice indicates that an inspection rate of 50 inspectors 

per 1,000 trips, or 5% of trips, is necessary to reduce the evasion rate.290 

[é] 

Between 2008-2018, the inspection rate [in Transantiago] ranged from 0.05% and 

never rise above 0.2%.291 

[é] 

Transantiago would have needed to inspect around 24.3 million passengers a year, 

which at 32,000 inspections per inspector would have required hiring roughly 760 

inspectors (in total) to bring down the evasion rates to 9%.292 

[é] 

[However], the Stateôs efforts were highly variable (and very low) most of the time.  

In any case, even at their height, the Stateôs efforts were far from what standard 

practice would consider as adequate.293 

                                                      
287  Nota de prensa, Emol, Evasión en el Transantiago subió cinco puntos en el primer trimestre y autoridades critican 

caída de fiscalizaciones del 24 de abril de 2018, C-470 (el resaltado es nuestro).  

288  Segundo informe de BRT y Transconsult, párrs. 82-83: ñThe W&S report closely links the level of fare evasión with the 

level of fare enforcement, more specifically, the number of inspections and the number of citations issued for violators.  

We agree with this approach.ò 

289  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 97. 

290  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 98. 

291  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 102. 

292  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 106. 

293  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 108. 
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236. En segundo lugar, el Estado no tomó ninguna medida adicional para reforzar la sanción de la 

evasión del pago del pasaje entre 2012 y 2017294. 

237. Prueba de ello es que, como se ha mencionado anteriormente295, pasaron ocho años entre la 

publicación, a principios del 2011, de la Ley No. 20.484296 que tipificó el no pago del pasaje 

como una falta grave bajo la Ley de Tránsito, y la promulgación, en el 2018, de la Ley 

No. 21.083297 que adoptó otras medidas de sanción.  

238. En tercer lugar, las acciones para desarrollar la red de puntos de recarga de las tarjetas de 

pago electrónico (tarjetas Bip!), a las que Chile se refiere en su Contestación, no tuvieron 

ningún efecto concreto sobre la evasión en los buses298.  

239. Si bien el número de puntos de recarga aumentó desde el 2015, dicho aumento resultó 

totalmente ineficaz para reducir la evasión a bordo de los buses dado que los nuevos puntos 

de recarga se instalaron en mayoría en establecimientos comerciales privados que 

generalmente no abrían durante las horas pico299, así como en las estaciones de metro300. 

Además, Chile nunca realizó campañas de información sobre su ubicación301. Que dicha 

información haya estado disponible en la página del DTPM, como alega Chile302, no cambia 

absolutamente nada, pues no volvió las recargas más accesibles para los usuarios de los buses, 

quienes tras tener que recargar su tarjeta Bip! en el Metro tienden a menudo a usar este medio 

de transporte en vez de los buses. Esta situación deriva del hecho de que Chile le entregó al 

Metro el control total sobre la red de puntos de recarga de las tarjetas Bip! entre 2013 y 2019, 

permitiéndole desarrollar una amplia red de puntos de recarga subterráneos, en detrimento de 

los operadores de buses303  

240. El propio Estado, en la Resoluci·n No. 465 del 7 febrero de 2018, que aprueba el ñPlan de 

Trabajo Integral Contra la Evasi·nò, reconoce esta situaci·n, explicando que, ñ[e]ntre julio 

                                                      
294  Contestación, párrs. 475 y ss. 

295  Ver Sección 2.3.2.3 supra. 

296  Ley No. 20.484 del MTT que ñSanciona el no pago de la tarifa en el transporte p¼blico de pasajerosò del 8 de enero de 

2011, C-171. 

297  Ley No. 21.083, MTT, 5 de abril de 2018, R-18. 

298  Contestación, párrs. 478. 

299  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 127. 

300  Informe de BRT y Transconsult, Sección 6.1.1. 

301  Demanda, párrs. 292-301. 

302  Contestación, párrs. 478. 

303  Demanda, párr. 301. Ver también Resolución No. 287 del MTT del 21 de diciembre del 2012, C-200; Memoria Anual 

de Metro del ejercicio 2013, C-201, págs. 13, 27, 45; Informe de BRT y Transconsult, págs. 59-60.  
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de 2013 y diciembre de 2016 la cantidad de puntos de la Red de Carga de la tarjeta bip! 

aumentó en un 70%. No obstante, las cargas realizadas en los puntos de superficie (en puntos 

que no son estaciones de Metro) han disminuido en un 20%ò304.  

241. En cuarto lugar, contrariamente a lo que alega Chile, las medidas que adoptó para informar y 

concientizar a los usuarios de la importancia del pago del pasaje fueron nulas entre el 2012 y 

el 2017305.  

242. Prueba de ello es que, en su Contestación, Chile solamente menciona tres campañas de 

información, todas ellas irrelevantes306.  

243. En particular, el proyecto piloto de intervención comunitaria que invoca Chile no es relevante 

puesto que su meta principal no era la lucha contra la evasión y su alcance se limitaba a un 

vecindario307. Asimismo, la campa¶a ñQue suene tu bip!ò tampoco es relevante en este caso 

dado que forma parte de las iniciativas tomadas por Chile en el marco de su ñlucha vigorizadaò 

contra la evasión y solamente fue implementada a partir de agosto de 2017308.  

244. Es inaudito que, entre 2012 y 2017, Chile no haya tomado ni una sola iniciativa para 

sensibilizar a los usuarios del Transantiago sobre la importancia del pago del pasaje, sabiendo 

que la problemática de la evasión es, antes que nada, un problema de falta de cultura ciudadana 

que puede ser corregido, además de con represión (controles y sanciones) mediante 

información y sensibilización, como lo reconoció la propia ex-Ministra de Transporte y 

Telecomunicaciones, Paola Tapia, en una entrevista reciente309.  

245. Esto es aún más inaudito considerando que, en el mismo periodo, las Compañías, en 

colaboración con Alto Evasión, desarrollaron e implementaron ocho campañas de 

                                                      
304  Resolución Exenta No. 465 del MTT del 7 de febrero de 2018, C-649, pág. 5 (el resaltado es nuestro).  

305  Contestación, párrs. 492 y ss. 

306  Contestación, párrs. 493-494. Ver también Campañas de difusión e información a usuarios del sistema de transporte 

público de Santiago, DTPM, 2010-2017, R-240.  

307  Informe de Gestión 2011, DTPM, octubre de 2012, R-241, pág. 43. 

308  Nota de prensa, Publimetro, ¿Qué tal suena?: Transantiago quiere incentivar el pago con concurso musical del 18 de 

agosto de 2017, C-650; "Campaña #quetesuenetubip ya tienen su canción para incentivar el pago del pasaje y mejorar 

el transporte público", TRANSANTIAGO, 8 de septiembre de 2017, R-340; Apariciones en prensa Unidad Antievasión 

y medidas, DTPM, 23 de enero de 2018, R-239. 

309  TVN, Que suene tu BIP: La campaña que busca incentivar el pago del Transantiago, video publicado el 25 de agosto 

de 2017, C-651. 
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información y socialización anti-evasión aprobadas por el DTPM310 y publicaron más de 500 

notas de prensa haciendo referencia a su ñPlan Integral Tolerancia Cero a la Evasi·nò311.   

246. Todo lo anterior refleja que, entre el 2012 y el 2017, Chile no mostró un interés real en 

respaldar la lucha contra la evasión de las Compañías. Esta falta de interés se explica no solo 

por la dejadez de funciones sino también por el esquema de remuneración de los 

concesionarios bajo los Nuevos Contratos de Concesión y el incentivo perverso del Estado 

para reducir sus subsidios al sistema Transantiago.  

247. Como explicamos en la Demanda312, los términos de los Nuevos Contratos de Concesión no 

le dan incentivos económicos reales al Estado para respaldar la lucha contra la evasión, dado 

que los esfuerzos para reforzar el control de la evasión tienen un costo y también un impacto 

sobre el pago que Chile le debe a los concesionarios bajo el sistema Transantiago. Ante las 

alegaciones de Chile en su Contestación, es necesario aclarar el funcionamiento económico 

real del Transantiago: 

248. Los ingresos del sistema Transantiago provienen de: (i) la tarifa que pagan los usuarios por 

medio de la tarjeta BIP, (ii) el subsidio que otorga el Estado y (iii) las multas y descuentos 

que soportan los concesionarios por diversos indicadores de calidad de servicio. Los costos 

del sistema son los valores que debe pagar el Estado por la prestación del servicio de transporte 

en buses de conformidad con los Nuevos Contratos de Concesión, a través del PPT que 

reconoce a los concesionarios por cada pasajero transportado y el pago por kilómetros 

recorridos; además de la tarifa que paga a Metro por sus pasajeros transportados y la comisión 

fija y variable por carga de tarjetas Bip! en su red. Todos estos ingresos y costos se deben 

equilibrar para la sostenibilidad del sistema. 

249. Los costos de los concesionarios aumentan, por definición, con el paso del tiempo. Por 

ejemplo, los costos de los insumos suben producto de la inflación; la mayor antigüedad de la 

flota genera mayores costos por concepto de mantenimiento y amortización; compra de nueva 

flota; aumento de costos de personal por convenios colectivos; etc.  

250. Considerando lo anterior, existen, al menos, cuatro maneras para sufragar estos mayores 

costos. La primera, que ï sin modificar el subsidio ï el Estado aumente el precio del pasaje 

de bus y Metro de modo tal que los usuarios sean quienes paguen los mayores costos de 

operación (pero esto tiene un costo político para el Gobierno de turno). La segunda, que el 

                                                      
310  Presentaci·n del Alto Evasi·n, ñCampa¶as de informaci·n y socializaci·n desarrolladas entre 2013 a 2016ò, C-647. 

311  Informe Final, Plan Tolerancia Cero a la Evasión de Alto Evasión del 29 de marzo de 2016, C-183, págs. 55-56. 

312  Demanda, Sección 3.7.2.3. 
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Estado ï sin aumentar la tarifa ï aumente el subsidio del sistema (aumentando el presupuesto, 

para lo cual el MTT tiene que ir al Congreso, lo que también tiene un costo político). La 

tercera, una combinación de las dos anteriores. La cuarta, si diferentes órganos del Estado no 

quieren subir la tarifa a los usuarios ni incrementar el subsidio, en tal caso necesariamente 

serán los concesionarios quienes se verán forzados a asumir el incremento de costos del 

sistema (mediante la disminución de sus ingresos ï pues el Estado les niega aumentos del 

PPT, retrasa sus revisiones normales de tarifa, alarga indebidamente los procesos de revisión, 

entre otros). 

251. El Estado tiene incentivos claros para no adoptar ninguna de las tres primeras alternativas para 

sufragar los mayores costos del sistema. Por un lado, el alza del precio del transporte público 

tiene un alto costo político. Esto expone al Gobierno de turno a críticas por parte de la 

ciudadanía, restándole popularidad. Por otro lado, el aumento del subsidio tampoco es una 

alternativa atractiva para el Gobierno de turno por cuanto exige una tramitación ante el 

Congreso y reconocer que el sistema no es sustentable en las condiciones actuales. En este 

contexto, el Estado tiene un incentivo perverso muy fuerte para dejar que sean los 

concesionarios quienes asuman, directamente, el desequilibrio económico de los Nuevos 

Contratos de Concesión.  

252. Esta falta de incentivos económicos del Estado es particularmente cierta en relación a la lucha 

contra la evasión, máxime considerando el sistema de remuneración de los concesionarios en 

caso de transbordos (por ejemplo, Metro a bus). Contrariamente a lo que alega Chile313, el 

Estado no tiene interés pecuniario en respaldar la lucha contra la evasión dado que las tarifas 

reducidas aplicables a los usuarios que realizan transbordos (esto es, quienes validan la tarjeta 

Bip! en el Metro y luego en el bus) hacen que el sistema deba pagar al Metro y a los operadores 

de bus (el PPT correspondiente) sin recibir ingresos adicionales suficientes para cubrir ese 

PPT. Al Estado le sale más rentable que el usuario valide solo en el Metro y evade el pago en 

el bus. Como explica Brattle:  

Chile did not actually have a financial incentive to pursue fare evasion on the bus 

network. The problem relates to passenger cross-overs. Cross-over passengers paid 

a heavily reduced tariff for their second journey on the bus network. DTPM data 

indicates that roughly 39% of trips consists of cross-overs.  Factoring the reduced 

cross-over tariffs would reduce the additional revenues from combating fare 

evasion.  

At the same time, Chile would have to pay additional contractual remuneration to 

bus operators such as the Operating Companies, due to the increase in customers 

validating journeys. For every additional cross-over passenger, the system would 

receive only the discounted cross-over tariff, but Chile would still have to pay the 

                                                      
313  Contestación, párr. 463.  
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full PPT to the operators. Reduced fare evasion would increase system revenues 

overall, and appear to create benefits in excess of the costs, but at the same time 

also require extra government subsidies because of an increase in cross-over 

discounts314. 

253. Así, como explicamos en la Demanda315, Chile tiene un interés pecuniario y político en no 

respaldar la lucha contra la evasión, pues le permite (i) ahorrar por no pagar a los 

concesionarios todos los viajes (a través del PPT) que hacen los usuarios en el sistema; (ii) 

ahorrar por no pagar el costo del personal necesario para la fiscalización de los buses y zonas 

pagas; y, por lo tanto, (iii) no tener que aumentar los subsidios al sistema y/o la tarifa pagada 

por los usuarios.  

2.3.2.5 Chile admite que su falta de respaldo en la lucha contra la evasión afectó las principales 

variables del modelo de negocio de las Compañías 

254. Chile alega, en la Contestaci·n, que ñla evasión no fue una causa fundamental ï ni tan 

siquiera importante ï del deterioro de la situación económica de Alsacia y Expressò316. Para 

sostener esta alegaci·n, el Estado afirma, por una parte, que ñlos mecanismos previstos en los 

Nuevos Contratos de Concesión cubren en parte los efectos de reducción en la demandaò317 

y, por otra parte, que ñlos costos en la lucha contra la evasión no eran costos 

óinesperadosôò318. Ambas afirmaciones son incorrectas. 

255. En primer lugar, como se explicará más adelante319, los mecanismos incluidos en los Nuevos 

Contratos de Concesión no mitigaron el impacto de la caída persistente de la demanda sobre 

los ingresos de las Compañías y, por ende, no permitieron mantener la estabilidad económico-

financiera de las Compañías.  

256. En segundo lugar, los costos incurridos por las Compañías en la lucha contra la evasión sí 

fueron inesperados para los Demandantes. Como se ha explicado anteriormente320, si bien los 

Demandantes eran conscientes de los costos que el combate contra la evasión representaría 

bajo el nuevo régimen contractual, nunca pudieron imaginar que Chile los dejaría combatir el 

                                                      
314  Segundo informe de Brattle - respuesta al informe pericial de Versant Partners, párrs. 183-184. 

315  Demanda, párr. 300. 

316  Contestación, párr. 464. 

317  Contestación, párr. 963. 

318  Contestación, párr. 964. 

319  Ver Sección 2.3.8 infra. 

320  Ver Sección 2.3.2.1 supra. 
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fen·meno sin ning¼n respaldo y que, a ra²z de esto, la evasi·n ñconstituiría un problema en 

sus operacionesò321, al contrario de lo que alega el Estado. 

257. Resulta de lo anterior que Chile no puede demostrar que la evasión no tuvo ningún papel en 

el deterioro de la situación económica de las Compañías.  

258. La realidad es que, como explicamos en la Demanda322, la falta de respaldo de Chile en la 

lucha contra la evasión afectó las principales variables del modelo de negocio de las 

Compañías, al reducir sus ingresos y aumentar sus costos. Ello, a su vez, perturbó el equilibrio 

económico-financiero de las concesiones.  

259. Si Chile no logra probar lo contrario es porque no puede rebatir este hecho que, por lo demás, 

reconoció en varias ocasiones. 

260. Por ejemplo, en la Resoluci·n No. 465 del 7 febrero de 2018, que aprueba el ñPlan de Trabajo 

Integral Contra la Evasi·nò, el MTT reconoce que ñla evasión del pago de la tarifa en buses 

es uno de los principales problemas que este actualmente enfrenta, pues genera un impacto 

financiero relevante para los operadores y el mismo Transantiago, [y] afecta la calidad del 

servicio [é]ò323. 

261. Asimismo, en su ñInforme de Gesti·n 2017ò publicado en marzo de 2018, el DTPM admite 

que ñ[l]a evasión es uno de los problemas más grandes que enfrenta el sistema de Transporte 

Publicoò y que ñ[e]sta acción afecta el pago de los operadoresò.324 

262. Una simple referencia a las conclusiones de su experto Versant Partners demuestra la falacia 

de Chile. En efecto, seg¼n Versant Partners, ñlower fare evasion rates (as modeled by Brattle 

Group) would have led to US$ 90 million in dividends even with no other changes to the 

Actual scenario (i.e., if fare evasion is found to be the only breach) [é]ò325.   

263. Por lo tanto, no puede haber duda de que, al dejar desatendido el problema de la evasión 

durante años, Chile afectó las principales variables del negocio de las Compañías y perturbó 

el equilibrio económico-financiero de las concesiones.  

                                                      
321  Contestación, párr. 964. 

322  Demanda, Sección 3.7.2.4. 

323  Resolución Exenta No. 465 del MTT del 7 de febrero de 2018, C-649, Considerando 3° (el resaltado es nuestro).  

324  Informe de Gestión 2017, DTPM, marzo de 2018, R-13, pág. 128 (el resaltado es nuestro).  

325  Informe de Versant Partners, párr. 68. 
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2.3.3 Contrario a lo alegado por Chile, el rechazo de las solicitudes de aumento y revisión de 

flota de las Compañías no estaba justificado 

264. En su Contestación, Chile presenta numerosos argumentos relativos a las solicitudes de 

aumento y revisión de flota presentadas por las Compañías que no buscan nada sino desviar 

la atención del Tribunal de un hecho fundamental: el reconocimiento expreso por parte de 

Chile del déficit de flota que afectaba las operaciones de las Compañías y que las expuso a 

descuentos importantes en sus ingresos por reportar menores indicadores de desempeño326. 

Estos esfuerzos son en vano.  

265. Como demostraremos a continuación, la Contestación de Chile confirma que Chile rechazó 

indebidamente las solicitudes de aumento de la flota de reserva (ñFlota de Reservaò), de 

aumento de la flota operativa base (ñFlota Operativa Baseò) y de renovación de flota 

formuladas por las Compañías (Sección 2.3.3.1) y que no es cierto que el Estado tuviese 

motivos técnicos fundados para rechazar las modificaciones a los Programas de Operación de 

las Compañías para el primer semestre de 2015 (Sección 2.3.3.2). Asimismo, demostraremos 

que Chile se valió de la solicitud de modificación de los Programas de Operación de las 

Compañías del primer semestre de 2016 para expropiar injustificadamente los servicios 112 

de Alsacia y 424, 416e, D06 y D13 de Express (Sección 2.3.3.3). Por último, demostraremos 

que las críticas de Chile al gerenciamiento de la flota de las Compañías son falsas (e incluso 

de mala fe), y no buscan nada distinto a evadir la responsabilidad de Chile por el déficit de 

flota de las Compañías y las dificultades operativas (y consiguiente pérdida de ingresos) 

derivadas del mismo. (Sección 2.3.3.4).   

2.3.3.1 La Contestación confirma que Chile rechazó indebidamente las solicitudes de aumento de la 

Flota de Reserva, de aumento de la Flota Operativa Base y de renovación de flota formuladas 

por las Compañías  

266. Los Demandantes demostraron en su Demanda que Chile rechazó sin motivos legítimos las 

solicitudes de aumento de la Flota de Reserva y de la Flota Operativa Base de las Compañías, 

así como su solicitud de renovación de flota anticipada. Chile alega, sin éxito, que todos estos 

rechazos estarían debidamente justificados327. Esto es falso.  

                                                      
326  Oficio No. 5188/2015 del DTPM del 6 de octubre de 2015, C-40, pág. 3 del PDF; Oficio No. 5189/2015 del DPTM del 

6 de octubre de 2015, C-41, pág. 3 del PDF; Demanda, páarr. 323; Contestación, párr. 755. 

327  Contestación, párrs. 730-78946. 
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a) Chile debió haber aceptado las solicitudes de aumento de la Flota de Reserva en 

febrero y octubre de 2014 

267. Como quedó explicado en la Demanda, el 4 de febrero de 2014, Alsacia solicitó un aumento 

de 16 buses para su Flota de Reserva328. El DTPM negó esta solicitud el 4 de marzo de 2014329.  

268. Chile alega que el rechazo de la solicitud estaría justificado porque, (i) cuando Alsacia 

present· esta solicitud, ñsu Flota de Reserva excedía el 4% contractualò, a lo que se sumaba 

que apenas había aumentado su Flota Operativa Base en noviembre de 2013330 y (ii) la 

compañía, en todo caso, podía incorporar los buses que quisiera como parte de su flota auxiliar 

(ñFlota Auxiliarò), ña cuenta y costo de la empresaò331. Además de tratarse de argumentos 

que Chile a duras penas mencionó ï y mucho menos desarroll· ī al momento de rechazar la 

solicitud de Alsacia, es claro que los mismos no pueden prosperar por, al menos, dos motivos: 

269. En primer lugar, el que la Flota de Reserva excediera el 4% de la Flota Operativa Base no 

suponía ningún impedimento para acceder a una solicitud de aumento de flota, ya que los 

Nuevos Contratos de Concesión indican que ese 4% es un mínimo, y no un máximo, como 

parece sugerir Chile332. Además, pese al aumento de flota que Alsacia había obtenido en 

noviembre de 2013, el aumento solicitado en febrero de 2014 ï que representaba un 9,6% de 

la Flota Operativa Base ï resultaba necesario en las circunstancias del caso.  

270. Al respecto, los Expertos en Transporte destacan que  (i) las flotas más antiguas generalmente 

necesitan una mayor flota de reserva y que (ii) la regla internacional es que la flota de reserva 

representen, como mínimo, un 10% de la flota operativa base (en el mundo en vías de 

desarrollo) o un 15% (en el mundo desarrollado)333. Partiendo de esa base, los Expertos en 

Trnasporte concluyen que ñthese were strong reasons to consider that a reserve fleet of 4% 

was insufficient even for a new fleet, let alone for an aging fleet (such as the Companiesô 

fleet)ò334. Además, concluyen que es irrelevante que en 2013 las Compañías hayan obtenido 

aumentos de flota de 7.3% para Alsacia y de 4.2% para Express, pues ñthe timing of the 

                                                      
328  Carta GAL-008-2014 de Alsacia al DTPM del 4 de febrero de 2014, C-219. 

329  Oficio No. 0841/2014 del DTPM del 4 de marzo de 2014, C-220. 

330  Contestación, párr. 730. 

331  Contestación, párr. 731. 

332  Resolución No. 258 del MTT del 23 de diciembre de 2011, C-145, Anexo 4, Apartado C.1; Segundo informe de BRT y 

Transconsult, párr. 194. 

333  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 202. 

334  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 203. 
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request is immaterial. A reserve fleet of 4.2% is already extremely low, and even 7.3% is low 

by most standardsò335.  

271. Cabe destacar que aunque Chile alega que el rechazo a la solicitud de aumento de la Flota de 

Reserva de las Compañías se justificaba porque su flota ya excedía el 4% de su Flota Operativa 

Base, Chile simultáneamente autorizó que la mayoría de los demás operadores aumentaran su 

Flota de Reserva bien por encima del 4%336. Esto ha sido demostrado por los Expertos en 

Transporte, quienes presentan la siguiente gráfica sobre la evolución del porcentaje de Flota 

de Reserva de todos los operadores337: 

 

272. De lo anterior, es patente que el rechazo a la solicitud de aumento de la Flota de Reserva de 

las Compañías constituyó un acto discriminatorio, pues Chile no aporta ï porque no existe ī 

ninguna razón que justifique haber dado un trato diferenciado a las Compañías y a los demás 

operadores en cuanto al aumento de su Flotas de Reserva por encima del 4% de las Flotas 

Operativas Bases.  

273. En segundo lugar, no es cierto que, como alega Chile, Alsacia (i) estuviera intentando 

ñobtener flota a costa del Estadoò y (ii) pudiera solucionar sus deficiencias mediante la 

adquisición de Flota Auxiliar338. Como lo han destacado los Expertos en Transporte, no era 

razonable exigir que las Compañías remediaran su déficit de flota incrementando su Flota 

                                                      
335  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 205. 

336  Segundo informe de BRT y Transconsult, párrs. 199; Segundo informe de Brattle - respuesta al informe pericial de 

Versant Partners, párr. 194. 

337  Segundo informe de BRT y Transconsult, párr. 208. 

338  Contestación, párr. 742. 






















































































































































































































































































































































































































































































































































